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M3 

Grupo B 
Versión: Castellano 
Modelo de examen: 3b 
100 preguntas 
 

 

Apellidos / Nombre  

DNI  

 

Para el grupo B hay 110 preguntas: M3 (100 preguntas) + M4 (10 preguntas). 

Se deben acertar 35 preguntas para sacar los 21 puntos que marcan las bases.  

Las preguntas contestadas incorrectamente y las no contestadas no restan. 

 

 

1. Corresponde resolver los conflictos de atribuciones que puedan surgir entre les diferentes 

Ministerios: 

a) Al ministro de la Presidencia. 

b) A la Comisión General de secretarios de Estado y Subsecretarios. 

c) Al Consejo de ministros 

d) Al presidente del Gobierno. 

 

2. ¿Quién preside el Consejo de ministros? 

a) El ministro de la Presidencia. 

b) El presidente del Gobierno. 

c) El presidente del Gobierno, salvo en los supuestos de presencia del rey. 

d) El ministro de la Presidencia, en ausencia del presidente del Gobierno. 

 

3. ¿Cuál de los siguientes órganos no es un órgano de colaboración y apoyo al Gobierno?: 

a) La Comisión General de secretarios de Estado y Subsecretarios. 

b) Los Gabinetes. 

c) Los secretarios de Estado. 

d) Los secretarios generales técnicos. 

 

4.  En relación con los miembros del Gobierno y según el texto del artículo 110 de la 

Constitución Española: 

a) Tienen la facultad de hacerse oír en las Cámaras y sus Comisiones. 

b) Sólo tienen la facultad de hacerse oír en las Cámaras, pero no en sus Comisiones. 

c) No podrán solicitar que informen ante las Cámaras el personal funcionario de sus 

Departamentos. 

d) Tienen derecho a voto en las Cámaras y en las Comisiones. 

 

5.  Los estados de alarma, de excepción y de sitio se regularán mediante una Ley orgánica, así 

como: 

a) La suspensión de alguno de los poderes del Estado. 

b) Las competencias y limitaciones correspondientes. 
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c) Las funciones asumidas por los órganos estatales durante su vigencia. 

d) Todas las respuestas anteriores son correctas. 

 

6. ¿A quién corresponde la competencia en materia de legislación procesal? 

a) Al Estado, como competencia exclusiva, incluida la ejecución en el territorio de las 

comunidades autónomas. 

b) Al Estado, como competencia exclusiva.  

c) A las comunidades autónomas en caso de haberse recogido en los respectivos estatutos de 

autonomía. 

d) A las comunidades autónomas en cuanto a la normativa de desarrollo.  

 

7. Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y hacer efectivo el 

principio de solidaridad, la Constitución prevé un Fondo de Compensación con destino a gastos 

de inversión, cuyos recursos serán distribuidos:  

a) Por las Cortes Generales entre las comunidades autónomas y provincias, en su caso. 

b) Por el Gobierno entre las comunidades autónomas. 

c) Por el Gobierno entre las comunidades autónomas y provincias, en su caso. 

d) Por las Cortes Generales entre las comunidades autónomas. 

 

8. ¿Cómo denomina la Constitución al órgano de gobierno de la comunidad autónoma? 

a) Consejo colegiado. 

b) Consejo. 

c) Consejo ejecutivo. 

d) Consejo de Gobierno. 

 

9. Las leyes marco que atribuyen a las comunidades autónomas la facultad de dictar, para sí 

mismas, normas legislativas en materias de competencia estatal:  

a) Establecen la modalidad de control que los tribunales tienen que ejercer sobre las normas 

que dicten las comunidades.  

b) Establecen la modalidad de control que las Cortes Generales tienen que ejercer sobre las 

normas que dicten las comunidades autónomas, sin perjuicio de la competencia de los 

tribunales. 

 c) Fijan los principios, las bases y las directrices a los cuales han de someterse las normas que 

dicten las comunidades autónomas.  

d) Las respuestas b) y c) son correctas.  

 

10. La cláusula de supletoriedad que establece el artículo 149.3 de la Constitución dispone 

expresamente que:  

a) En cualquier caso, el derecho estatal será supletorio del derecho de las comunidades 

autónomas. 

b) El derecho estatal será supletorio del derecho de las comunidades autónomas sólo en las 

materias que estas no hayan regulado.  

c) Las respuestas a) y b) son correctas. 

d) Ninguna de las respuestas es correcta.  
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11. La delimitación de las competencias de la Unión Europea se rige: 

a) Por el principio de atribución. 

b)  Por los principios de subsidiaridad y proporcionalidad. 

c) Por el principio de jerarquía. 

d) Por el principio de eficacia.  

 

12. De las siguientes afirmaciones relativas a la Comisión Europea, señale la correcta: 

a) La Comisión está integrada por 27 miembros. 

b) España tiene designados tres comisarios. 

c) La Comisión es un órgano colegiado y está integrada por 27 miembros. 

d) La Comisión representa los intereses de los estados miembros de la Unión Europea.  

 

13. ¿Cuántos estados miembros tiene actualmente la Unión Europea?: 

a) 50. 

b) 37. 

c) 27. 

d) 20. 

 

14. La renovación parcial de los jueces y abogados generales del Tribunal de Justicia tiene lugar: 

a) Cada dos años. 

b) Cada seis años. 

c)  Cada tres años. 

d) Cada cuatro años. 

 

15. ¿Quién preside el Consejo de Asuntos Exteriores? 

a) El Alto Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad. 

b) El presidente de la Comisión. 

c) El presidente del Consejo a propuesta del Parlamento. 

d) El presidente del Parlamento.  

 

16. Según el artículo 31 del Estatuto de autonomía de las Illes Balears, la Comunidad Autónoma 

tiene la competencia de desarrollo legislativo y ejecución en materia: 

a) De gestión de museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal que no se reserve el 

Estado. 

b) De salvamento marítimo. 

c) De régimen local. 

d) De cultura. 

 

17. Según el artículo 32 del Estatuto de autonomía de las Illes Balears, la Comunidad Autónoma 

tiene la competencia ejecutiva en materia: 

a) De propiedad industrial. 

b) De régimen Local. 

c) De propiedad intelectual. 

d) Las respuestas a) y c) son correctas. 
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18. Según el artículo 39 del Estatuto de autonomía de las Illes Balears, las instituciones de la 

Comunidad Autónoma de las Islas Baleares son: 

a) El Parlamento y el Gobierno. 

b) El Parlamento, el Gobierno y el presidente de la comunidad autónoma. 

c) El Parlamento, el Gobierno, el presidente de la comunidad autónoma y los consejos insulares 

de Mallorca, Menorca, Ibiza y Formentera. 

d) El Parlamento, el Gobierno, el presidente de la comunidad autónoma y los ayuntamientos. 

 

19. Según el artículo 45 del Estatuto de autonomía de las Illes Balears, ¿qué norma regulará la 

composición y las reglas de elección del Parlamento? 

a) Un reglamento del Parlamento. 

b) Una ley ordinaria del Gobierno. 

c) Un decreto del Gobierno. 

d) Una ley ordinaria del Estado. 

 

20. Según el artículo 55 del Estatuto de autonomía de las Illes Balears, ¿quién puede acordar la 

disolución del Parlamento de las Islas Baleares con anticipación al plazo natural de la 

legislatura? 

a) El presidente del Gobierno. 

b) El Consejo de Gobierno. 

c) El rey. 

d) El presidente del Parlamento. 

 

 

21. De acuerdo con el artículo 31.9 del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears, en materia 

de corporaciones de derecho público, representativas de intereses económicos y sociales, a la 

Comunidad Autónoma de las Illes Balears le corresponde: 

a) El desarrollo legislativo y la ejecución. 

b) No goza de ningún tipo de competencia sobre esta materia. 

c) La función ejecutiva. 

d) La competencia exclusiva. 

 

22. La ley que regula el ente del sector público instrumental autonómico es: 

a) La ley 7/2010, de 21 de julio, del régimen jurídico del sector público instrumental de la 

Comunidad Autónoma de las Islas Baleares. 

b) La Ley 7/2011, de 21 de julio, del sector público instrumental de la Comunidad Autónoma de 

las Islas Baleares. 

c) La Ley 7/2010, de 21 de julio, de los entes del sector público de la Comunidad Autónoma de 

las Islas Baleares. 

d) La Ley 7/2010, de 21 de julio, del sector público instrumental de la Comunidad Autónoma de 

las Islas Baleares. 

 

23. Los organismos de naturaleza privada de titularidad pública del sector público instrumental 

de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares: 

a) Tienen personalidad jurídica mixta sin que puedan ejercer potestades administrativas. 
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b) Tienen personalidad jurídica privada y pueden ejercer potestades administrativas cuando lo 

prevean los estatutos del ente. 

c) Tienen personalidad jurídica privada y en ningún caso pueden ejercer potestades 

administrativas. 

d) Tienen personalidad jurídica pública y en casos excepcionales pueden ejercer potestades 

administrativas. 

 

24. Con carácter general, la mayoría de los miembros de la junta de gobierno de los entes del 

sector público instrumental de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears deben ser 

designados, directa o indirectamente: 

a) Por órganos de ente del sector público instrumental o por órganos de ente de la 

Administración local. 

b) Por órganos de la Administración de la Comunidad Autónoma. 

c) Por órganos de la Administración de la Comunidad Autónoma o de entes del sector público 

instrumental. 

d) Por el Consejo de Gobierno. 

 

25. De acuerdo con la Ley 7/2010, de 21 de julio, del sector público instrumental de la 

Comunidad Autónoma de las Illes Balears, indique el órgano competente para resolver los 

procedimientos de revisión de oficio de los actos nulos respecto de los actos dictados por el 

órgano superior de dirección de los organismos públicos: 

a) El consejo de dirección o el órgano equivalente del ente. 

b) La Comisión de Análisis y Propuesta de Reestructuración del Sector Público. 

c) La persona titular de la gerencia o el órgano unipersonal equivalente del ente. 

d) La persona titular de la consejería de adscripción del ente. 

 

26. De acuerdo con el Código civil, con relación a las fuentes del derecho: 

a) La costumbre sólo regirá a falta de una ley aplicable, siempre que no sea contraria a la moral 

o al interés social y que resulte probada. 

b) La jurisprudencia complementará el ordenamiento jurídico con la doctrina que, de manera 

reiterada, establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la ley y la costumbre. 

c) Los principios generales del derecho se aplican a falta de ley, sin perjuicio de su carácter 

informador del ordenamiento jurídico. 

d) La jurisprudencia complementará el ordenamiento jurídico con la doctrina que, de manera 

reiterada, establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y los 

principios generales del derecho. 

 

27. Las resoluciones de los ministros se denominan: 

a) Resoluciones ministeriales. 

b) Órdenes ministeriales. 

c) Decretos ministeriales. 

d) Todas las respuestas anteriores son correctas. 

 

28. Los reglamentos se pueden definir como:  
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a) Cualquier disposición jurídica de carácter singular dictada por la Administración pública y 

subordinada a la ley. 

b) Cualquier disposición jurídica dictada por el Gobierno y la Administración en virtud de la 

delegación normativa efectuada a su favor por las Cortes Generales.  

c) Cualquier disposición jurídica de carácter general dictada por el Gobierno y la Administración 

pública, subordinada a la ley.  

d) Cualquier disposición administrativa dictada en el seno de un procedimiento, con efecto 

erga omnes. 

 

29. Indicad la respuesta incorrecta relativa al reglamento de necesidad:  

a) El reglamento de necesidad implica la suspensión de la legalidad establecida. 

b) El reglamento de necesidad tiene carácter transitorio en el ordenamiento jurídico. 

c) El reglamento de necesidad sólo se puede dictar por razón de la concurrencia de 

circunstancias extraordinarias.  

d) El reglamento de necesidad tiene carácter de permanencia en el ordenamiento jurídico.  

 

30. ¿Qué se entiende por inderogabilidad singular de los reglamentos?  

a) Que las resoluciones administrativas de carácter particular pueden vulnerar los reglamentos 

cuando procedan de un órgano de igual o superior jerarquía al que dictó la disposición general. 

b) Que las resoluciones administrativas de carácter particular pueden vulnerar los reglamentos 

únicamente cuando procedan del Gobierno en casos de extraordinaria y urgente necesidad.  

c) Que las resoluciones administrativas de carácter particular no pueden vulnerar las 

disposiciones reglamentarias, aunque procedan de un órgano de igual o superior jerarquía al 

que dictó la disposición general. 

d) Que la vulneración de una disposición de alcance general por una de carácter particular 

requiere el acuerdo del Consejo de ministros o del Consejo de Gobierno. 

 

31. Señale la respuesta correcta. El artículo 47.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre de 

Régimen Jurídico del Sector Público, establece que: 

a) Son convenios los acuerdos con efectos jurídicos adoptados por las Administraciones 

Públicas, los organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes o 

las Universidades públicas entre sí o con sujetos de derecho privado para un fin común. 

b) No tienen la consideración de convenios, los Protocolos Generales de Actuación o 

instrumentos similares que comporten meras declaraciones de intención de contenido general 

o que expresen la voluntad de las Administraciones y partes suscriptoras para actuar con un 

objetivo común, siempre que no supongan la formalización de compromisos jurídicos 

concretos y exigibles. 

c) Los convenios no podrán tener por objeto prestaciones propias de los contratos. En tal caso, 

su naturaleza y régimen jurídico se ajustará a lo previsto en la legislación de contratos del 

sector público. 

d)  Todas las respuestas son correctas.  

 

32. La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, establece y regula 

lo siguiente: 

a) Las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas. 
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b) Los principios de la potestad sancionadora. 

c) La organización y funcionamiento del sector público institucional para el desarrollo de sus 

actividades. 

d)  Todas las respuestas anteriores son correctas. 

 

33. Señale la afirmación correcta respecto a los órganos consultivos regulados en la ley 

40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público: 

a) Estarán sujetos a la dependencia jerárquica, orgánica o funcional, de los órganos que hayan 

elaborado las disposiciones objeto de consulta. 

b) Podrán recibir las directrices e indicaciones de los órganos que hayan producido los actos 

objeto de consulta. 

c) Carecen de autonomía orgánica y funcional. 

d)  Actuarán de forma colegiada. 

 

34. Según la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, las leyes 

reguladoras de los distintos regímenes sancionadores (señale la respuesta correcta): 

a) Podrán prever los supuestos en que determinadas personas responderán del pago de las 

sanciones no pecuniarias impuestas a quienes de ellas dependan o estén vinculadas.  

b)  Podrán prever los supuestos en que determinadas personas responderán del pago de las 

sanciones pecuniarias impuestas a quienes de ellas dependan o estén vinculadas.  

c) No podrán prever los supuestos en que determinadas personas responderán del pago de las 

sanciones no pecuniarias impuestas a quienes de ellas dependan o estén vinculadas.  

d) No podrán prever los supuestos en que determinadas personas responderán del pago de las 

sanciones pecuniarias impuestas a quienes de ellas dependan o estén vinculadas. 

 

35. Según la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, sin perjuicio 

de las especialidades que la legislación autonómica pueda prever, será necesario que el 

convenio se acompañe de una memoria justificativa donde se analice lo siguiente (señale la 

respuesta incorrecta): 

a) El impacto económico. 

b) La necesidad y oportunidad. 

c) El carácter contractual de la actividad en cuestión. 

d) El cumplimiento de lo previsto en la citada Ley 40/2015. 

 

 

36. Según el art. 29.4 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector 

público, se podrá imponer la sanción en el grado inferior: 

a) Cuando las circunstancias lo aconsejen y lo solicite el interesado. 

b) Cuando haya razones de interés público. 

c) Cuando lo justifique la debida adecuación entre la sanción que deba aplicarse con la 

gravedad del hecho constitutivo de la infracción y las circunstancias concurrentes. 

d) Todas las respuestas son incorrectas. 
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37. Según el art. 30.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector 

público, el plazo la prescripción de las sanciones vuelve a transcurrir cuando el procedimiento 

esté paralizado: 

a) Durante menos de un mes por causa no imputable al infractor. 

b) Durante más de un mes. 

c) Durante más de un mes por causa imputable al infractor. 

d) Durante más de un mes por causa no imputable al infractor. 

 

38. Según el art. 32.8 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector 

público, cuando el Tribunal Constitucional haya declarado, a instancia de parte interesada, la 

existencia de un funcionamiento anormal en la tramitación de los recursos de amparo o de las 

cuestiones de inconstitucionalidad, ¿qué órgano fijará el importe de las indemnizaciones que 

proceda abonar? 

a) El Consejo de ministros. 

b) El Consejo de ministros o el órgano de gobierno de la comunidad autónoma. 

c) El Tribunal Constitucional. 

d) El Ministerio de Justicia. 

 

39. Según el art. 36.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector 

público, ¿qué criterios se ponderarán para cuantificar la indemnización que deben abonar los 

empleados de la Administración en los casos de responsabilidad patrimonial? 

a) El resultado dañoso producido. 

b) El grado de culpabilidad. 

c) La responsabilidad profesional del personal al servicio de las Administraciones públicas y su 

relación con la producción del resultado dañoso. 

d) Todas las respuestas son correctas. 

 

40. Según el art. 65.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo 

común de las administraciones públicas, el plazo para presentar alegaciones en los 

procedimientos de responsabilidad patrimonial será de:  

a) Cinco días. 

b) Diez días. 

c) Quince días. 

d) Todas las respuestas son incorrectas. 

 

41. Según el art. 81.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo 

común de las administraciones públicas, en los procedimientos de responsabilidad patrimonial 

del Estado por el funcionamiento anormal de la Administración de Justicia, el plazo para dictar 

resolución: 

a) Podrá quedar suspendido por el tiempo que medie entre la solicitud del informe del Consejo 

General del Poder Judicial y su recepción. 

b) Quedará suspendido por el tiempo que medie entre la solicitud del informe del Consejo 

General del Poder Judicial y su recepción. 

c) Podrá quedar suspendido por el tiempo que medie entre la solicitud del informe del Consejo 

de Estado y su recepción. 
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d) Quedará suspendido por el tiempo que medie entre la solicitud del informe del Consejo de 

Estado y su recepción. 

        

42. De acuerdo con el artículo 96 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 

Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 

Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, la 

inscripción en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público 

acreditará frente a todos los órganos de contratación del sector público, a tenor de lo en él 

reflejado y salvo prueba en contrario: 

a) La solvencia económica y financiera y técnica o profesional y la clasificación. 

b) Las condiciones de aptitud del empresario en cuanto a su personalidad y capacidad de obrar, 

representación, habilitación profesional o empresarial. 

c) La concurrencia o no concurrencia de las prohibiciones de contratar. 

d) Todas las respuestas son correctas. 

 

43. De acuerdo con el artículo 32.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 

Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 

Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, para 

la condición de medio propio personificado de la entidad destinataria del encargo respecto del 

poder adjudicador concreto que hace el encargo, ¿qué requisitos, entre otros, se deben 

cumplir? 

a) Deberá reconocerse expresamente en sus estatutos o actos de creación. 

b) Será necesaria la conformidad o autorización expresa del poder adjudicador respecto del 

que vaya a ser medio propio. 

c) Será necesaria la verificación por la entidad pública de que dependa el ente que vaya a ser 

medio propio, de que cuenta con medios personales y materiales apropiados para la 

realización de los encargos de conformidad con su objeto social. 

d) Todas las respuestas son correctas. 

 

44. De acuerdo con el artículo 122 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 

Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 

Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, en los 

pliegos de cláusulas administrativas particulares se incluirán: 

a) Los criterios de solvencia y de adjudicación del contrato. 

b) Las consideraciones sociales, laborales y ambientales que se establezcan como criterios de 

solvencia, de adjudicación o como condiciones especiales de ejecución. 

c) Los pactos y condiciones definidores de los derechos y obligaciones de las partes del 

contrato. 

d) Todas las respuestas son correctas. 

 

45. De acuerdo con el artículo 80 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 

Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 

Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, los 

acuerdos relativos a la clasificación de las empresas se adoptarán por las Comisiones 

Clasificadoras de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado: 
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a) Con eficacia general frente a todos los órganos de contratación. 

b) Con eficacia limitada al territorio sede del órgano de contratación. 

c) Con eficacia limitada al procedimiento de licitación en cuestión. 

d) Con eficacia limitada a seis meses. 

 

46. De acuerdo con el artículo 219.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 

Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 

Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, la 

duración de un acuerdo marco: 

a) No podrá exceder de cinco años. 

b) No podrá exceder de tres años. 

c) No podrá exceder de seis años. 

d) No podrá exceder de cuatro años. 

 

47. La redacción de un proyecto de obras es un contrato de: 

a) Suministro. 

b) Concesión de obras. 

c) Obras. 

d) Servicios. 

 

48. El nombramiento de la gerencia y de los demás órganos unipersonales de dirección: 

a) Corresponde a la persona titular de la consejería de adscripción del ente, debiendo 

publicarse en el «Butlletí Oficial de les Illes Balears» en el plazo máximo de diez días. 

b) Corresponde a la persona titular de la consejería de adscripción del ente, oído previamente 

el órgano colegiado superior de dirección del ente, debiendo publicarse en el «Butlletí Oficial 

de les Illes Balears» en el plazo máximo de diez días. 

c) Corresponde al Consejo de Gobierno el cese de las personas titulares de la gerencia y de los 

otros órganos unipersonales de dirección de los organismos autónomos. Ha de realizarse a 

propuesta de la persona titular de la consejería de adscripción del ente, oído previamente el 

órgano colegiado superior de dirección del ente, debiendo publicarse en el «Butlletí Oficial de 

les Illes Balears» en el plazo máximo de diez días. 

d) Igual que el cese, corresponde al Consejo de Gobierno de la comunidad autónoma de les 

Illes Balears debiendo publicarse en el «Butlletí Oficial de les Illes Balears» en el plazo máximo 

de diez días. 

 

49. Para los empleados públicos, la formación continua y la actualización permanente de sus 

conocimientos y capacidades profesionales es: 

a) Una obligación. 

b) Un derecho individual. 

c) Un derecho y una obligación. 

d) Un derecho. 

 

50. No es un principio de conducta de los empleados públicos… 
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a) Obedecer las instrucciones y órdenes profesionales de los superiores, salvo que constituyan 

una infracción manifiesta del ordenamiento jurídico, en cuyo caso las pondrán inmediatamente 

en conocimiento de los órganos de inspección procedentes. 

b) Rechazar cualquier regalo, favor o servicio en condiciones ventajosas que vaya más allá de 

los usos habituales, sociales y de cortesía, sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal. 

c) Cumplir con diligencia las tareas que les correspondan o se les encomienden y, en su caso, 

resolverán dentro de plazo los procedimientos o expedientes de su competencia. 

d) Garantizar la constancia y permanencia de los documentos para su transmisión y entrega a 

sus posteriores responsables. 

 

51. Los empleados públicos se clasifican en: 

a) Personal laboral, funcionarios interinos, personal eventual y funcionarios de carrera. 

b) Funcionarios de carrera. 

c) Funcionarios interinos y funcionarios de carrera. 

d) Personal eventual, funcionarios de carrera y funcionarios interinos. 

            

52. El desarrollo del Estatuto Básico del empleado público es competencia 

a) De las Cortes Generales. 

b) De las asambleas legislativas de las comunidades autónomas en el ámbito de sus 

competencias. 

c) De las Cortes Generales y las asambleas legislativas de las comunidades autónomas, en el 

ámbito de sus competencias. 

d) De las Cortes Generales y las asambleas legislativas de las comunidades autónomas, y de los 

órganos de Gobierno de las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, en el ámbito de sus 

competencias. 

 

53. El título IX de la Ley 3/2007, de 27 de marzo, de la Función Pública de la Comunidad 

Autónoma de las Illes Balears  

a) Está dividido en tres capítulos: el primero regula los deberes del personal funcionario; el 

segundo, su régimen retributivo y de la Seguridad Social, y el tercero, el régimen de 

incompatibilidades. 

b) Está dividido en tres capítulos: el primero regula los derechos del personal funcionario; el 

segundo, su régimen retributivo y de la Seguridad Social, y el tercero, sus deberes y el régimen 

de incompatibilidades. 

c) Está dividido en cuatro capítulos: el primero regula los derechos del personal funcionario; el 

segundo, su régimen retributivo y de la Seguridad Social, el tercero, sus deberes,  y el cuarto, el 

régimen de incompatibilidades. 

d) Está dividido en cuatro capítulos: el primero regula los derechos del personal funcionario; el 

segundo, su régimen retributivo, el tercero, el régimen de la Seguridad Social, y el cuarto, sus 

deberes y el régimen de incompatibilidades. 

            

54. Señale la respuesta incorrecta. De acuerdo con la Ley 14/2014, de 29 de diciembre, de 

finanzas de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, son funciones de los organismos 

autónomos y del resto de entidades instrumentales del sector público administrativo de la 

comunidad autónoma: 
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a) Autorizar y disponer los gastos que no sean de la competencia del Consejo de Gobierno, y, 

mediante la consejería de adscripción, elevarle los que lo sean. 

b) Gestionar los créditos para gastos correspondientes a sus secciones presupuestarias o 

presupuesto propio, y proponer o acordar sus modificaciones, según corresponda, de acuerdo 

con la Ley 14/2014, de 29 de diciembre, de finanzas de la Comunidad Autónoma de las Illes 

Balears y las leyes de presupuestos generales de la Comunidad Autónoma. 

c) Reconocer obligaciones económicas sin ordenar en ningún caso su pago. 

d) Preparar el anteproyecto de presupuesto anual de la sección presupuestaria o del 

presupuesto propio correspondiente. 

 

55. De acuerdo con la Ley 14/2014, de 29 de diciembre, de finanzas de la Comunidad 

Autónoma de las Illes Balears, el fondo de contingencia debe destinarse, cuando sea 

procedente, a atender: 

a) Necesidades aplazables. 

b) Necesidades de carácter discrecional. 

c) Necesidades no previstas en los presupuestos generales aprobados inicialmente. 

d) Necesidades que pueden presentarse únicamente a principios del ejercicio. 

 

56. De acuerdo con el artículo 51 de la Ley 14/2014, de 29 de diciembre, de finanzas de la 

Comunidad Autónoma de las Illes Balears, deben aplicarse a los créditos del presupuesto 

vigente en el momento del reconocimiento presupuestario de la obligación los siguientes 

gastos: 

a) Los que resulten de la liquidación de atrasos a favor del personal al servicio del sector 

público de la comunidad autónoma. 

b) Los devengados en ejercicios anteriores que venzan en el ejercicio en curso. 

c) Los devengados y vencidos en ejercicios anteriores, cuando se hayan contabilizado en el 

cierre del ejercicio anterior en la cuenta Acreedores por operaciones devengadas y se imputen 

al presupuesto corriente antes del último día del mes de febrero. 

d) Todas las respuestas son correctas. 

   

57. De acuerdo con la Ley 14/2014, de 29 de diciembre, de finanzas de la Comunidad 

Autónoma de las Islas Baleares, el ejercicio de la función interventora comprende: 

a) La fiscalización previa de los expedientes de modificación de crédito, con el alcance que se 

determine reglamentariamente. 

b) La intervención material de los pagos que no hayan sido ordenados y tramitados por 

procedimientos automáticos. 

c) La fiscalización previa de todos los actos, documentos o expedientes susceptibles de 

producir obligaciones de contenido económico, únicamente en las fases de disposición o 

compromiso del gasto, y reconocimiento de la obligación y propuesta de pago. 

d) Las respuestas a) y b) son correctas. 

 

58. En las entidades de derecho público dependientes, quiénes son los órganos competentes 

para la concesión de subvenciones: 

a) En las entidades de derecho público dependientes, los órganos de dirección de estas 

entidades, de acuerdo con lo que prevé su normativa reguladora, previa autorización del 
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órgano colegiado superior de la entidad en los casos de las subvenciones en las que 

excepcionalmente no sea posible promover la concurrencia pública de acuerdo con lo 

establecido en el Decreto legislativo 2/2005, de 28 de diciembre, por el que se aprueba el texto 

refundido de la Ley de subvenciones. 

b) En las entidades de derecho público dependientes, los órganos de dirección de estas 

entidades, de acuerdo con lo que prevé su normativa reguladora, previa autorización del 

Consejo de Gobierno en el caso de las subvenciones en las que excepcionalmente no sea 

posible promover la concurrencia pública de acuerdo con lo establecido en el Decreto 

legislativo 2/2005, de 28 de diciembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 

subvenciones. 

c) En las entidades de derecho público dependientes, los órganos de dirección de estas 

entidades o el órgano que determinen las bases reguladoras, previa autorización del Consejo 

de Gobierno en el caso de las subvenciones en las que excepcionalmente no se puedan aplicar 

los principios de publicidad y concurrencia por las características especiales del beneficiario, o 

de la actividad subvencionada, no sea posible, objetivamente, promover su concurrencia 

pública, así como cuando se acrediten razones de interés público, social, económico o 

humanitario, o cualquiera otra razón debidamente justificada que dificulte esta concurrencia. 

d) En las entidades de derecho público dependientes, los órganos de dirección de estas 

entidades o el órgano que determinen las bases reguladoras, previa autorización del órgano 

colegiado superior de la entidad en el caso de las subvenciones en las que excepcionalmente 

no se puedan aplicar los principios de publicidad y concurrencia de acuerdo con lo establecido 

en el Decreto legislativo 2/2005, de 28 de diciembre, por el que se aprueba el texto refundido 

de la Ley de subvenciones. 

      

59. Los plazos máximos para dictar y notificar la resolución expresa en los procedimientos de 

concesión de las subvenciones reguladas en el Decreto legislativo 2/2005, de 28 de diciembre, 

por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de subvenciones son: 

a) El plazo máximo para dictar y notificar la resolución expresa de concesión es el que fija la 

norma reguladora del procedimiento correspondiente o, en su caso, los que establecen las 

bases reguladoras. 

b) El plazo máximo para dictar y notificar la resolución expresa de concesión será de tres 

meses. 

c) El plazo máximo para dictar y notificar la resolución expresa de concesión será de seis meses. 

d) No existe ninguna respuesta correcta. 

 

60. De acuerdo con la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 

información pública y buen gobierno, ¿Debe motivarse la solicitud de acceso a la información? 

a) Deberá estar motivada. 

b) No debe motivarse en ningún caso. 

c)No es obligatorio a motivar la solicitud, sin embargo, se puede motivar. 

d)La ausencia de motivación puede ser por si sola causa de rechazo de la solicitud. 

 

61. De acuerdo con la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 

información pública y buen gobierno, el plazo máximo para resolver y notificar la resolución de 

la reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno: 
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a) Será de dos meses, transcurrido el cual, la reclamación se entenderá estimada. 

b) Será de dos meses, transcurrido el cual, la reclamación se entenderá desestimada. 

c) Será de tres meses, transcurrido el cual, la reclamación se entenderá estimada. 

d) Será de tres meses, transcurrido el cual, la reclamación se entenderá desestimada. 

 

62. De acuerdo con la Ley 4/2011, de 31 de marzo, de la buena administración y del buen 

gobierno de las Illes Balears, en relación a la publicidad activa de la contratación pública, cada 

órgano de contratación, una vez adjudicado el contrato, ¿qué información publicará en el ‘Perfil 

del contratante’? 

a) El adjudicatario 

b) El procedimiento de contratación utilizado. 

c) Las modificaciones del contrato adjudicado que representen un incremento igual o superior 

al 25% del precio inicial del contrato, si procede. 

d) El cuadro comparativo de las ofertas económicas y de las propuestas técnicas sin tener en 

cuenta las mejoras ofrecidas. 

 

63. ¿Qué Consejería gestiona el Portal de Transparencia de la Comunidad Autónoma de las Illes 

Balears? 

a) Consejería de Presidencia, Función Pública e Igualdad. 

b) Consejería de Transición Energética, Sectores Productivos y Memoria Democrática. 

c) Consejería de Fondos Europeos, Universidad y Cultura. 

d) Consejería de Hacienda y Relaciones Exteriores 

 

64. De acuerdo con la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 

información pública y buen gobierno, indique cual de las siguientes respuestas no supondrá 

una limitación para ejercer el derecho de acceso: 

a) La política económica y monetaria. 

b) Los intereses económicos y comerciales. 

c) Las funciones administrativas de vigilancia, inspección y control. 

d) La protección de la agricultura. 

 

65. De acuerdo con la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 

información pública y buen gobierno, la solicitud de acceso a la información deberá permitir 

tener constancia en todo caso de la siguiente información: 

a) La identidad del solicitante e información que se solicita. 

b) La identidad del solicitante, información que se solicita y una dirección de contacto. 

c) La identidad del solicitante, información que se solicita, motivación de la consulta y una 

dirección de contacto. 

d) La identidad del solicitante, información que se solicita, los afectados por la revelación de los 

datos y una dirección de contacto. 

 

66. Los registros electrónicos de todas y cada una de las Administraciones Públicas: 

a) Serán plenamente interoperables, de forma que se garantice su compatibilidad informática e 

interconexión, así como la transmisión telemática de los asientos registrales y de los 

documentos que se presenten en cualquiera de los registros. 
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b) Estarán plenamente interconectados, de forma que se garantice su compatibilidad 

informática e intermediación, así como la transmisión telemática de los asientos registrales y 

de los documentos que se presenten en cualquiera de los registros. 

c) Serán plenamente interoperables, de forma que se garantice su compatibilidad informática e 

interconexión, así como la transmisión telemática de los asientos registrales y de los 

documentos que se presenten en un registro de la Administración u Organismo al que se 

dirijan. 

d) Estarán plenamente interconectados, de forma que se garantice su compatibilidad 

informática e intermediación, así como la transmisión telemática de los asientos registrales y 

de los documentos que se presenten en un registro de la Administración u Organismo al que se 

dirijan. 

 

67. De acuerdo con el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento 

administrativo común de las administraciones públicas: 

a) Las administraciones públicas pueden establecer la obligación de relacionarse con ellas a 

través de medios electrónicos para determinados procedimientos y para determinados 

colectivos de personas físicas que, por razón de su capacidad económica, técnica, dedicación 

profesional u otros motivos quede acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios 

electrónicos necesarios. 

b) Las administraciones públicas pueden establecer reglamentariamente la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados colectivos de 

personas físicas que, por razón de su capacidad económica, técnica y dedicación profesional 

quede acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios. 

c)  Las administraciones públicas pueden establecer reglamentariamente la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados procedimientos y 

para determinados colectivos de personas físicas que, por razón de su capacidad económica, 

técnica, dedicación profesional o otros motivos quede acreditado que tienen acceso y 

disponibilidad de los medios electrónicos necesarios. 

d) Todas las respuestas son incorrectas. 

      

68. ¿Qué órgano directivo de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears 

desempeña las funciones en materia de atención a la ciudadanía? 

a) La Dirección General de Participación, Transparencia y Voluntariado. 

b) La Oficina de Atención en Materia de Registro. 

c) La Dirección General de Calidad y Servicios. 

d) Todas las respuestas son incorrectas. 

      

69. ¿La Administración pública debe asistir en el uso de medios electrónicos a una persona 

jurídica que tiene la condición de interesada en el procedimiento? 

a) Sí, dado que es una obligación de las administraciones públicas. 

b) Sólo si no dispone de los medios electrónicos necesarios. 

c) No. 

d) En determinados casos, como por ejemplo en lo referente a la identificación y firma 

electrónica. 
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70. Entre las funciones de las nuevas oficinas de asistencia en materia de registros (OAMR), ¿se 

encuentra la de recibir la documentación presentada por una persona jurídica? 

a) No, porque las personas jurídicas no pueden presentar documentos en papel. 

b) Sí. 

c) No, sus funciones son las previstas en el artículo 16 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

d) Todas las respuestas son correctas. 

 

71. En caso de que la respuesta a una queja o sugerencia presentados por un ciudadano no sea 

satisfactoria, este ciudadano puede: 

a) Interponer un recurso de alzada. 

b) Interponer una reclamación en vía administrativa. 

c) Dirigirse a la Inspección General de Calidad, Organización y Servicios. 

d) Todas las respuestas son incorrectas. 

      

72. ¿Quién es el responsable de los procedimientos que figuren en una sede electrónica 

asociada a la que se haya accedido a través de un enlace publicado en una sede electrónica? 

a) El titular de la sede electrónica que contiene el enlace, en todo caso. 

b) El titular de la sede electrónica asociada, en todo caso. 

c) El titular de la sede electrónica asociada, sin perjuicio de la debida diligencia del titular de la 

sede electrónica que contiene el enlace respecto de la incorporación de los contenidos en esta 

sede. 

d) Tanto el titular de la sede electrónica que contiene el enlace como el titular de la sede 

electrónica asociada. 

      

73. ¿Cuál es el órgano técnico de cooperación de las administraciones públicas en materia de 

administración electrónica que asegura la compatibilidad e interoperabilidad de los sistemas y 

aplicaciones que utilizan las Administraciones Públicas? 

a) El Comité Sectorial de Administración Electrónica. 

b) La Comisión Sectorial de Administración Electrónica. 

c) La Conferencia Sectorial de Administración Electrónica. 

d) La Comisión Ministerial de Administración Electrónica. 

      

74. De acuerdo con el Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el 

Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos, ¿qué 

no trata la Norma Técnica de Modelo de Datos para el intercambio de asentamientos entre las 

Entidades Registrales? 

a) Los aspectos funcionales y técnicos para el intercambio de asientos registrales. 

b) La gestión de errores y excepciones. 

c) La gestión de anexos. 

d) La digitalización. 

      

75. En materia de los intercambios intermediados de datos entre Administraciones Públicas, 

¿qué agente actúa como emisor a la vez que como cedente? 

a) Un cedente que facilita la cesión de sus propios datos. 

b) Un emisor que facilita la cesión de sus propios datos. 
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c) Un cesionario que realiza directamente la consulta de sus propios datos. 

d) Un requirente que realiza directamente la consulta de sus propios datos. 

        

76. En materia de interoperabilidad telemática, ¿qué son los servicios propios? 

a) Son aquellos que permiten a los entes adscritos al convenio de colaboración en materia de 

interoperabilidad telemática entre las administraciones públicas del ámbito territorial de las 

Iles Baleare, compartir e intercambiar información mediante la Plataforma de Interoperabilidad 

de las Illes Balears. 

b) Son aquellos servicios que ofrece la Administración General del Estado y que pueden 

consultarse mediante la Plataforma de Interoperabilidad de las Illes Balears. 

c) Son aquellos servicios cuya consulta no requiere acceder a la Plataforma de 

Interoperabilidad de las Illes Balears, ya que son accesibles directamente a través de la 

intranet. 

d) Son aquellos servicios de verificación y consulta de datos prestados por un órgano de la 

propia Administración Pública. 

     

77. ¿Puede oponerse un interesado a aportar determinada documentación en el 

procedimiento administrativo? 

a) No, los interesados deben aportar al procedimiento los datos y documentos exigidos por las 

administraciones públicas de acuerdo con lo establecido en la normativa aplicable. 

b) Sí, en cualquier caso. 

c) Hay casos en los que el interesado tiene derecho a no aportar documentos. 

d) Las respuestas a) y c) son correctas. 

      

78. De acuerdo con la Ley 11/2016, de 28 de julio, de igualdad de mujeres y hombres: 

a) Las administraciones públicas de las Illes Balears tienen que garantizar un uso no sexista del 

lenguaje. 

b) Las administraciones públicas de las Illes Balears podrán garantizar un uso no sexista del 

lenguaje. 

c) Las administraciones públicas de las Illes Balears podrán fomentar el uso del lenguaje sexista. 

d) Las administraciones públicas de las Illes Balears no pueden interferir en el uso del lenguaje 

sexista. 

 

79. Según dispone el Estatuto de autonomía de las Illes Balears en el artículo 17 «no 

discriminación por razón de sexo»:                                

a) Todas las mujeres y hombres tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad y 

capacidad personal. 

b) Todas las mujeres y hombres tienen derecho a vivir con dignidad, seguridad y autonomía. 

c) Todas las personas tienen derecho a no ser discriminadas por razón de su orientación sexual. 

d) Todas las respuestas son correctas. 

 

80. El artículo 14 de la Constitución española proclama el derecho a la igualdad y a la no 

discriminación por motivos de: 

a) Nacimiento, raza, sexo, nacionalidad y opinión. 

b) Nacimiento raza, sexo, religión y opinión. 
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c) Nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra circunstancia personal o social. 

d) Lugar de origen, etnia, espiritualidad, opinión y cualquier otra circunstancia personal o 

social. 

 

81. El Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra las 

mujeres y la violencia doméstica establece que se entenderán por "violencia doméstica": 

a) Todos los actos de violencia física, sexual, psicológica o económica que se producen en la 

familia o en el hogar o entre cónyuges o parejas de hecho antiguos o actuales, 

independientemente de que el autor del delito comparta o haya compartido el domicilio con la 

víctima. 

b) Todos los actos de violencia física, sexual, psicológica o económica que se producen en la 

familia o en el hogar o entre cónyuges o parejas de hecho actuales, independientemente de 

que el autor del delito comparta o haya compartido el domicilio con la víctima. 

c) Todos los actos de violencia física, sexual, psicológica o económica que se producen en la 

familia o en el hogar o entre cónyuges o parejas de hecho antiguos o actuales cuando el autor 

del delito comparta o haya compartido el domicilio con la víctima. 

d) Todos los actos de violencia física, sexual, psicológica o económica que se producen en la 

familia entre cónyuges o parejas de hecho actuales, independientemente de que el autor del 

delito comparta o haya compartido el domicilio con la víctima. 

 

82. ¿Cuáles de estos principios es imperativo en un protocolo de actuación para la prevención 

del acoso sexual y del acoso por razón de sexo de una administración pública?: 

a) El compromiso político de prevenir y no tolerar el acoso sexual y el acoso por razón de sexo. 

b) La instrucción a todo el personal sobre su deber de respetar la dignidad de las personas y el 

derecho a la intimidad, así como la igualdad de trato entre mujeres y hombres. 

c) El tratamiento público de las denuncias de hechos que puedan constituir acoso sexual o 

acoso por razón de sexo, sin perjuicio de lo que establece la normativa de régimen 

disciplinario. 

d) El anonimato de las personas responsables de atender a quienes formulan una queja o 

denuncia. 

 

83. ¿Durante cuánto tiempo tienen derecho a bonificación las empresas que formalizan 

contratos de interinidad para sustituir a trabajadoras víctimas de violencia de género?: 

a) Durante todo el período en los supuestos de movilidad geográfica o cambio de centro de 

trabajo o durante seis meses en los supuestos de suspensión de la trabajadora sustituida. 

b) Durante todo el período, tanto en los casos de suspensión de la trabajadora sustituida como 

en los supuestos de movilidad geográfica o cambio de centro de trabajo. 

c) Durante todo el período de suspensión de la trabajadora sustituida o durante seis meses en 

los supuestos de movilidad geográfica o cambio de centro de trabajo. 

d) Durante todo el período de suspensión de la trabajadora sustituida o durante nueve meses 

en los supuestos de movilidad geográfica o cambio de centro de trabajo 

 

84. La política en materia de prevención de riesgos laborales tiene como objetivo: 

a) Promover la mejora de las condiciones de trabajo a fin de elevar el nivel de protección de la 

seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo. 
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b) Mejorar las condiciones salariales y sociales de los trabajadores afiliados a la seguridad 

social. 

c) Alcanzar unas condiciones dignas de trabajo. 

d) Respetar la salud de los trabajadores en el trabajo adoptando medidas preventivas. 

 

85. El artículo 17 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales 

dice que: 

a) El empresario debe proporcionar a sus empleados sólo equipos de protección individual. 

b) El empresario debe velar por que se haga un uso efectivo de los equipos de protección 

individual. 

c) El empresario debe proporcionar a sus empleados equipos de protección individual 

adecuados para el ejercicio de sus funciones y velar por que se haga un uso efectivo cuando 

sea necesario. 

d) Son necesarios los equipos de trabajo y los equipos de protección individual. 

 

86. De acuerdo con el artículo 26 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, las mujeres 

embarazadas tienen derecho: 

a) A ausentarse del trabajo, con derecho a remuneración, para realizar exámenes prenatales y 

técnicas de preparación al parto, con aviso previo al empresario y justificando la necesidad de 

hacerlo dentro de la jornada de trabajo. 

b) A ausentarse del trabajo, sin derecho a remuneración, para realizar exámenes prenatales y 

técnicas de preparación al parto, con aviso previo al empresario y con la justificación de la 

necesidad de hacerlo dentro de la jornada de trabajo. 

c) A ausentarse del trabajo, con derecho a remuneración, para realizar exámenes prenatales y 

técnicas de preparación al parto, sin la obligación de avisar previamente al empresario. 

d) No tienen derecho a ausentarse del trabajo, para realizar exámenes prenatales y técnicas de 

preparación al parto. 

 

87. Indique la respuesta incorrecta en referencia al Comité de Seguridad y Salud: 

a) Se debe constituir un comité de seguridad y salud en todas las empresas o centros de 

trabajo que dispongan de cincuenta o más trabajadores. 

b) El Comité está formado por los delegados de prevención, por un lado, y por el empresario 

y/o sus representantes en número igual al de los delegados de prevención, por otro. 

c) El comité de seguridad y salud debe reunirse trimestralmente y siempre que lo solicite 

alguna de las representaciones en el mismo Comité. 

d) Las normas de funcionamiento del Comité de Seguridad y Salud las adopta el empresario. 

 

88. ¿Qué establece el artículo 41 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de 

Riesgos Laborales? 

a) Los fabricantes, pero no los importadores deben cumplir con la Ley 31/1995, de 8 de 

noviembre, de prevención de riesgo laborales. 

b) Los fabricantes, los importadores y suministradores de maquinaria, equipos, productos y 

útiles de trabajo están obligados a asegurar que éstos no constituyan una fuente de peligro 

para el trabajador. 

c) Los fabricantes y suministradores deben cumplir con las disposiciones reglamentarias. 
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d) El empresario debe hacer cumplir la ley a los fabricantes, importadores y suministradores de 

herramientas y servicios. 

 

89. ¿Qué disposiciones mínimas deben cumplir los puestos de trabajo? 

a) Las de orden y limpieza. 

b) Las condiciones constructivas, orden, limpieza y mantenimiento, señalización, instalaciones 

de servicio o protección, condiciones ambientales, iluminación, servicios higiénicos y locales de 

descanso; y material y locales de primeros auxilios. 

c) La iluminación y puertas de emergencia. 

d) Las condiciones ambientales y sonoras. 

 

90. Indique cuál de las siguientes respuestas no está incluida entre las exigencias establecidas 

por la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos personales y garantía de 

los derechos digitales, para garantizar el Derecho de acceso universal a Internet: 

a) Todos tienen derecho a acceder a Internet independientemente de su condición personal, 

social, económica o geográfica. 

b) El acceso a Internet de hombres y mujeres procurará la superación de la brecha de género 

tanto en el ámbito personal como laboral. 

c) La garantía efectiva del derecho de acceso a Internet atenderá la realidad específica de los 

entornos rurales. 

d) Todos tienen derecho a la libertad de expresión en Internet. 

 

91. De acuerdo con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos 

personales y garantía de los derechos digitales, las autoridades autonómicas de protección de 

datos personales podrán ejercer, las funciones y potestades establecidas en los artículos 57 y 

58 del Reglamento (UE) 2016/679, de acuerdo con la normativa autonómica, cuando se 

refieran a (señala la respuesta incorrecta): 

a) Tratamientos de los que sean responsables las entidades integrantes del sector público de la 

correspondiente Comunidad Autónoma o de las Entidades Locales incluidas en su ámbito 

territorial. 

b) Tratamientos llevados a cabo por personas físicas o jurídicas para el ejercicio de las 

funciones públicas en materias que sean competencia de la correspondiente Administración 

Autonómica o Local. 

c) Tratamientos llevados a cabo por personas físicas o jurídicas para fines de marketing directo. 

d) Tratamientos que se encuentren expresamente previstos, en su caso, en los respectivos 

Estatutos de Autonomía. 

 

92. De acuerdo con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos 

personales y garantía de los derechos digitales, ¿Qué implica el derecho a la intimidad frente al 

uso de dispositivos de videovigilancia y de grabación de sonidos en el lugar de trabajo? 

a) Los empleadores podrán tratar las imágenes obtenidas a través de sistemas de cámaras o 

videocámaras para el ejercicio de las funciones de control de los trabajadores o los empleados 

públicos previstas, respectivamente, en el artículo 20.3 del Estatuto de los Trabajadores y en la 

legislación de función pública, siempre que estas funciones se ejerzan dentro de su marco legal 

y con los límites inherentes al mismo. 
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b) Se permitirá la instalación de sistemas de grabación de sonidos y de videovigilancia en 

lugares destinados al descanso o esparcimiento de los trabajadores o los empleados públicos, 

tales como vestuarios, aseos, comedores y análogos. 

c) Los empleadores no están obligados a informar a los trabajadores o los empleados públicos 

y, en su caso, a sus representantes, acerca de la medida de tratar las imágenes obtenidas a 

través de sistemas de cámaras o videocámaras para el ejercicio de las funciones de control de 

los trabajadores o los empleados públicos. 

d) Se preservará el derecho a la desconexión digital en los supuestos de realización total o 

parcial del trabajo a distancia, así como en el domicilio del empleado vinculado al uso con fines 

laborales de herramientas tecnológicas. 

 

93. De acuerdo con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos 

personales y garantía de los derechos digitales, indica cual de las siguientes es una infracción 

leve: 

a) No cooperar con las autoridades de control en el desempeño de sus funciones en los 

supuestos no previstos en el artículo 72 de esta ley orgánica. 

b) No disponer del registro de actividades de tratamiento establecido en el artículo 30 del 

Reglamento (UE) 2016/679. 

c) No posibilitar la efectiva participación del delegado de protección de datos en todas las 

cuestiones relativas a la protección de datos personales, no respaldarlo o interferir en el 

desempeño de sus funciones. 

d) El incumplimiento de la obligación de suprimir los datos referidos a una persona fallecida 

cuando ello fuera exigible conforme al artículo 3 de esta ley orgánica. 

 

94. De acuerdo con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos 

personales y garantía de los derechos digitales, el tratamiento de datos personales relativos a 

condenas e infracciones penales solo podrá llevarse a cabo cuando se encuentre amparado en: 

a) Una norma de Derecho de la Unión o en esta ley orgánica. 

b) Esta ley orgánica o en otras normas de rango legal. 

c) En esta ley orgánica. 

d) Una norma de Derecho de la Unión, en esta ley orgánica o en otras normas de rango legal. 

 

95. De acuerdo con el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 

de abril de 2016 (Reglamento general de protección de datos), si un responsable o un 

encargado del tratamiento incumpliera de forma intencionada o negligente, para las mismas 

operaciones de tratamiento u operaciones vinculadas, diversas disposiciones del presente 

Reglamento, la cuantía total de la multa administrativa: 

a) No será superior a la cuantía prevista para las infracciones más graves. 

b) No será superior al doble de la cuantía prevista para todas las infracciones. 

c) Será la suma de las cuantías previstas para todas las infracciones. 

d) No será superior al triple de la cuantía prevista para todas las infraccione 

 

96. Según el artículo 117 de la Constitución española, la justicia: 

a) Emana del pueblo. 

b) Emana de las Cortes Generales, como órgano representativo del pueblo. 
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c) Es administrada en nombre del rey. 

d) Las respuestas a) y c) son correctas. 

 

97. Según el artículo 122 de la Constitución española, el Consejo General del Poder Judicial lo 

integran: 

a) El presidente del Tribunal Constitucional y veinte miembros. 

b) El presidente del Tribunal Supremo y veinte miembros. 

c) El presidente del Tribunal Constitucional y quince miembros. 

d) El presidente del Tribunal Supremo y quince miembros. 

 

98. Según el artículo 127 de la Constitución española, los jueces, los magistrados y los fiscales 

en activo pueden:  

a) Ejercer otros cargos públicos. 

b) Asociarse profesionalmente. 

c) Pertenecer a partidos políticos. 

d) Pertenecer a sindicatos.  

 

99. Según el artículo 159 de la Constitución española, los miembros del Tribunal Constitucional, 

en el ejercicio de su mandato, son: 

a) Independientes. 

b) Imparciales. 

c) Inamovibles. 

d) Las respuestas a) y c) son correctas. 

 

100. Según el artículo 164 de la Constitución española, ¿dónde se publican las sentencias del 

Tribunal Constitucional? 

a) En el Boletín Oficial del Estado. 

b) No se publican. 

c) En el boletín oficial de la comunidad autónoma. 

d) Las respuestas a) y c) son correctas. 
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M3 

Grup B 
Versió: Català  
Model d’examen: 3b 
100 preguntes 
 
 
 

Llinatges / Nom    

DNI    

 

Pel grup B hi ha 110 preguntes: M3 (100 preguntes) + M4 (10 preguntes). 

Cal encertar 35 preguntes per treure els 21 punts que marquen les bases.  

Les preguntes contestades incorrectament i les no contestades no en resten. 

 

1. Correspon resoldre els conflictes d’atribucions que puguin sorgir entre els diferents 

ministeris: 

a) Al ministre de la Presidència. 

b) A la Comissió General de Secretaris d’Estat i Subsecretaris. 

c) Al Consell de Ministres. 

d) Al president del Govern. 

 

2. Qui presideix el Consell de Ministres? 

a) El ministre de la Presidència. 

b) El president del Govern. 

c) El president del Govern, llevat dels supòsits de presència del rei. 

d) El ministre de la Presidència, en absència del president del Govern. 

 

3. Quin dels òrgans següents no és un òrgan de col·laboració i de suport al Govern? 

a) La Comissió General de Secretaris d’Estat i Subsecretaris. 

b) Els gabinets. 

c) Els secretaris d’Estat. 

d) Els secretaris generals tècnics. 

 

4. D’acord amb el text de l’article 110 de la Constitució espanyola, en relació amb els membres 

del Govern: 

a) Tenen la facultat de fer-se escoltar en les cambres i en les seves comissions. 

b) Només tenen la facultat de fer-se escoltar en les cambres però no en les seves comissions. 

c) No poden sol·licitar que informin davant les cambres el personal funcionari dels seus 

departaments. 

d) Tenen dret a vot en les cambres i en les seves Comissions. 

 

5. Els estats d’alarma, d’excepció i de setge es regularan mitjançant una llei orgànica, així com: 

a) La suspensió d’algun dels poders de l’Estat. 

b) Les competències i limitacions corresponents. 

c) Les funcions assumides pels òrgans estatals durant la seva vigència. 
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d) Totes les respostes anteriors són correctes. 

 

6. A qui correspon la competència en matèria de legislació processal? 

a) A l'Estat, com a competència exclusiva, inclosa l’execució en el territori de les comunitats 

autònomes. 

b) A l'Estat, com a competència exclusiva. 

c) A les comunitats autònomes en cas d'haver-se recollit en els respectius estatuts 

d'autonomia. 

d) A les comunitats autònomes pel que fa a la normativa de desenvolupament. 

 

7. Amb la finalitat de corregir desequilibris econòmics interterritorials i fer efectiu el principi de 

solidaritat, la Constitució preveu un Fons de Compensació amb destinació a despeses 

d'inversió, els recursos del qual seran distribuïts: 

a) Per les Corts Generals entre les comunitats autònomes i províncies, en el seu cas. 

b) Pel Govern entre les comunitats autònomes. 

c) Pel Govern entre les comunitats autònomes i províncies, en el seu cas. 

d) Per les Corts Generals entre les comunitats autònomes. 

 

8. Com denomina la Constitució l'òrgan de govern de la comunitat autònoma? 

a) Consell col·legiat. 

b) Consell. 

c) Consell executiu. 

d) Consell de govern. 

 

9. Les lleis marc que atribueixen a les comunitats autònomes la facultat de dictar, per a si 

mateixes, normes legislatives en matèries de competència estatal: 

a) Estableixen la modalitat de control que els tribunals han d’exercir sobre les normes que 

dictin les comunitats. 

b) Estableixen la modalitat de control que les Corts Generals han d’exercir sobre les normes 

que dictin les comunitats autònomes, sens perjudici de la competència dels tribunals. 

c) Fixen els principis, les bases i les directrius als quals s’han de sotmetre les normes que dictin 

les comunitats autònomes. 

d) Les respostes b) i c) són correctes. 

 

10. La clàusula de supletorietat que estableix l’article 149.3 de la Constitució disposa 

expressament que: 

a) En qualsevol cas, el dret estatal serà supletori del dret de les comunitats autònomes. 

b) El dret estatal serà supletori del dret de les comunitats autònomes només en les matèries 

que aquestes no hagin regulat. 

c) Les respostes a) i b) són correctes. 

d) Cap de les respostes és correcta. 

 

11. La delimitació de les competències de la Unió Europea es regeix: 

a) Pel principi d’atribució. 

b) Pels principis de subsidiarietat i proporcionalitat. 
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c) Pel principi de jerarquia. 

d) Pel principi d’eficàcia. 

 

12. De les afirmacions següents relatives a la Comissió Europea, senyaleu la correcta: 

a) La Comissió està integrada per 27 membres. 

b) Espanya té designats tres comissaris. 

c) La Comissió és un òrgan col·legiat i està integrada per 27 membres. 

d) La Comissió representa els interessos dels estats membres de la Unió Europea. 

 

13. Quants d’estats membres té actualment la Unió Europea? 

a) 50. 

b) 37. 

c) 27. 

d) 20. 

 

14. La renovació parcial dels jutges i advocats generals del Tribunal de Justícia té lloc: 

a) Cada dos anys. 

b) Cada sis anys. 

c) Cada tres anys. 

d) Cada quatre anys. 

 

15. Qui presideix el Consell d’Afers Estrangers? 

a) L’Alt Representant de la Unió per a Afers Exteriors i Política de Seguretat. 

b) El president de la Comissió. 

c) El president del Consell a proposta del Parlament. 

d) El president del Parlament. 

 

16. Segons l’article 31 de l’Estatut d’autonomia de les Illes Balears, la Comunitat Autònoma té 

la competència de desenvolupament legislatiu i execució  en matèria: 

a) De gestió de museus, biblioteques i arxius de titularitat estatal que no es reservi l’Estat. 

b) De salvament marítim. 

c) De règim local. 

d) De cultura. 

 

17. Segons l’article 32 de l’Estatut d’autonomia de les Illes Balears, la Comunitat Autònoma té 

la competència executiva  en matèria: 

a) De propietat industrial. 

b) De règim Local. 

c) De propietat intel·lectual. 

d) Les respostes a) i c) són correctes. 

 

18. Segons l’article 39 de l’Estatut d’autonomia de les Illes Balears, les institucions de la 

Comunitat Autònoma de les Illes Balears són: 

a) El Parlament i el Govern. 

b) El Parlament, el Govern i el president de la comunitat autònoma. 
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c) El Parlament, el Govern, el president de la comunitat autònoma i els consells insulars de 

Mallorca, Menorca, Eivissa i Formentera. 

d) El Parlament, el Govern, el president de la comunitat autònoma i els ajuntaments. 

 

19. Segons l’article 45 de l’Estatut d’autonomia de les Illes Balears, quina norma regula la 

composició i les regles d’elecció del Parlament? 

a) Un reglament del Parlament. 

b) Una llei ordinària del Govern. 

c) Un decret del Govern. 

d) Una llei ordinària de l’Estat. 

 

20. Segons l’article 55 de l’Estatut d’autonomia de les Illes Balears, qui pot acordar la dissolució 

del Parlament de les Illes Balears amb anticipació al termini natural de la legislatura? 

a) El president del Govern. 

b) El Consell de Govern. 

c) El rei. 

d) El president del Parlament. 

 

 

21. D’acord amb l’article 31.9 de l’Estatut d’autonomia de les Illes Balears, en matèria de 

corporacions de dret públic, representatives d’interessos econòmics i socials, a la Comunitat 

Autònoma de les Illes Balears li correspon: 

a) El desenvolupament legislatiu i l’execució. 

b) No gaudeix de cap tipus de competència sobre aquesta matèria. 

c) La funció executiva. 

d) La competència exclusiva. 

 

22. La llei que regula el ens del sector públic instrumental autonòmic és: 

a) La llei 7/2010, de 21 de juliol, del règim jurídic del sector públic instrumental de la 

Comunitat Autònoma de les Illes Balears. 

b) La Llei 7/2011, de 21 de juliol, del sector públic instrumental de la Comunitat Autònoma de 

les Illes Balears. 

c) La Llei 7/2010, de 21 de juliol, dels ens del sector públic de la Comunitat Autònoma de les 

Illes Balears. 

d) La Llei 7/2010, de 21 de juliol, del sector públic instrumental de la Comunitat Autònoma de 

les Illes Balears. 

 

23. Els organismes de naturalesa privada de titularitat pública del sector públic instrumental de 

la Comunitat Autònoma de les Illes Balears: 

a) Tenen personalitat jurídica mixta sense que puguin exercir potestats administratives. 

b) Tenen personalitat jurídica privada i poden exercir potestats administratives quan ho 

prevegin els estatuts de l’ens. 

c) Tenen personalitat jurídica privada i en cap cas poden exercir potestats administratives. 

d) Tenen personalitat jurídica pública i en casos excepcionals poden exercir potestats 

administratives. 
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24. Amb caràcter general, la majoria dels membres de la junta de govern dels ens del sector 

públic instrumental de la Comunitat Autònoma de les Illes Balears han de ser designats, 

directament o indirectament: 

a) Per òrgans d’ens del sector públic instrumental o per òrgans d’ens de l’Administració local. 

b) Per òrgans de l’Administració de la Comunitat Autònoma. 

c) Per òrgans de l’Administració de la Comunitat Autònoma o d’ens del sector públic 

instrumental. 

d) Pel Consell de Govern. 

 

25. D’acord amb la Llei 7/2010, de 21 de juliol, del sector públic instrumental de la Comunitat 

Autònoma de les Illes Balears, indica l’òrgan competent per resoldre els procediments de 

revisió d’ofici dels actes nuls respecte dels actes dictats per l’òrgan superior de direcció dels 

organismes públics: 

a) El consell de direcció o l’òrgan equivalent de l’ens. 

b) La Comissió d’Anàlisi i Proposta de Reestructuració del Sector Públic. 

c) La persona titular de la gerència o l’òrgan unipersonal equivalent de l’ens. 

d) La persona titular de la conselleria d’adscripció de l’ens. 

  

26. D'acord amb el Codi civil, amb relació a les fonts del dret: 

a) El costum només regirà a falta d’una llei aplicable, sempre que no sigui contrària a la moral o 

a l'interès social i que resulti provada. 

b) La jurisprudència complementarà l'ordenament jurídic amb la doctrina que, de manera 

reiterada, estableixi el Tribunal Suprem en interpretar i aplicar la llei i el costum. 

c) Els principis generals del dret s'apliquen a falta de llei, sense perjudici del seu caràcter 

informador de l'ordenament jurídic. 

d) La jurisprudència complementarà l'ordenament jurídic amb la doctrina que, de manera 

reiterada, estableixi el Tribunal Suprem en interpretar i aplicar la llei, el costum i els principis 

generals del dret. 

 

27. Les resolucions dels ministres es denominen: 

a) Resolucions ministerials. 

b) Ordres ministerials. 

c) Decrets ministerials. 

d) Totes les respostes anteriors són correctes. 

 

28. Els reglaments es poden definir com a: 

a) Qualsevol disposició jurídica de caràcter singular dictada per l’Administració pública i 

subordinada a la llei. 

b) Qualsevol disposició jurídica dictada pel Govern i l’Administració en virtut de la delegació 

normativa efectuada al seu favor per les Corts Generals. 

c) Qualsevol disposició jurídica de caràcter general dictada pel Govern i l’Administració pública, 

subordinada a la llei. 

d) Qualsevol disposició administrativa dictada en el si d’un procediment, amb efecte erga 

omnes. 
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29. Indica la resposta incorrecta relativa al reglament de necessitat: 

a) El reglament de necessitat implica la suspensió de la legalitat establerta. 

b) El reglament de necessitat té caràcter transitori en l’ordenament jurídic. 

c) El reglament de necessitat només es pot dictar per raó de la concurrència de circumstàncies 

extraordinàries. 

d) El reglament de necessitat té caràcter de permanència en l’ordenament jurídic. 

 

30. Què s’entén per inderogabilitat singular dels reglaments? 

a) Que les resolucions administratives de caràcter particular poden vulnerar els reglaments 

quan procedeixin d’un òrgan d’igual o superior jerarquia al que dictà la disposició general. 

b) Que les resolucions administratives de caràcter particular poden vulnerar els reglaments 

únicament quan procedeixin del Govern en casos d’extraordinària i urgent necessitat. 

c) Que les resolucions administratives de caràcter particular no poden vulnerar les disposicions 

reglamentàries malgrat procedeixin d’un òrgan d’igual o superior jerarquia al que dictà la 

disposició general. 

d) Que la vulneració d’una disposició d’abast general per una de caràcter particular requereix 

l’acord del Consell de Ministres o del Consell de Govern. 

 

31. Senyaleu la resposta correcta. L’article 47.1 de la Llei 40/2015, d’1 d’octubre, de règim 

jurídic del sector públic, estableix que: 

a) Són convenis els acords amb efectes jurídics adoptats per les administracions públiques, els 

organismes públics i les entitats de dret públic vinculats o dependents o les universitats 

públiques entre si o amb subjectes de dret privat per a una finalitat comuna. 

b) No tenen la consideració de convenis, els protocols generals d’actuació o instruments 

similars que comportin meres declaracions d’intenció de contingut general o que expressin la 

voluntat de les administracions i parts subscriptores per actuar amb un objectiu comú, sempre 

que no suposin la formalització de compromisos jurídics concrets i exigibles. 

c) Els convenis no poden tenir per objecte prestacions pròpies dels contractes. En aquest cas, la 

seva naturalesa i règim jurídic s’han d’ajustar al que preveu la legislació de contractes del 

sector públic. 

d) Totes les respostes són correctes. 

 

32. La Llei 40/2015, d’1 d’octubre, de règim jurídic del sector públic, estableix i regula el 

següent: 

a) Les bases del règim jurídic de les administracions públiques. 

b) Els principis de la potestat sancionadora. 

c) L’organització i el funcionament del sector públic institucional per al desenvolupament de les 

seves activitats. 

d) Totes les respostes anteriors són correctes. 

 

33. Senyaleu l’afirmació correcta respecte als òrgans consultius que regula la Llei 40/2015, d’1 

d’octubre, de règim jurídic del sector públic: 

a) Estan subjectes a la dependència jeràrquica, orgànica o funcional, dels òrgans que hagin 

elaborat les disposicions objecte de consulta. 
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b) Poden rebre les directrius i les indicacions dels òrgans que hagin produït els actes objecte de 

consulta. 

c) No tenen autonomia orgànica i funcional. 

d) Actuen de forma col·legiada. 

 

34. Segons la Llei 40/2015, d’1 d’octubre, de règim jurídic del sector públic, les lleis reguladores 

dels diferents règims sancionadors (senyaleu la resposta correcta): 

a) Poden preveure els supòsits en què determinades persones han de respondre del pagament 

de les sancions no pecuniàries imposades als qui en depenguin o hi estiguin vinculades. 

b) Poden preveure els supòsits en què determinades persones han de respondre del pagament 

de les sancions pecuniàries imposades als qui en depenguin o hi estiguin vinculades. 

c) No poden preveure els supòsits en què determinades persones han de respondre del 

pagament de les sancions no pecuniàries imposades als qui en depenguin o hi estiguin 

vinculades. 

d) No poden preveure els supòsits en què determinades persones han de respondre del 

pagament de les sancions pecuniàries imposades als qui en depenguin o hi estiguin vinculades. 

 

35. Segons la Llei 40/2015, d’1 d’octubre, de règim jurídic del sector públic, sens perjudici de 

les especialitats que la legislació autonòmica pugui preveure, cal que el conveni s’acompanyi 

d’una memòria justificativa en què s’analitzi el següent (senyaleu la resposta incorrecta): 

a) L’impacte econòmic. 

b) La necessitat i l’oportunitat. 

c) El caràcter contractual de l’activitat en qüestió. 

d) El compliment del que preveu la Llei 40/2015 esmentada. 

 

 

36. Segons l’article 29.4 de la Llei 40/2015, d’1 d’octubre, de règim jurídic del sector públic, es 

pot imposar la sanció en el grau inferior: 

a) Quan les circumstàncies ho aconsellin i ho sol·liciti l’interessat. 

b) Quan hi hagi raons d’interès públic. 

c) Quan ho justifiqui l’adequació deguda entre la sanció que s’hagi d’aplicar amb la gravetat del 

fet constitutiu de la infracció i les circumstàncies concurrents. 

d) Totes les respostes són incorrectes. 

 

37. Segons l’article 30.3 de la Llei 40/2015, d’1 d’octubre, de règim jurídic del sector públic, el 

termini de prescripció de les sancions torna a transcórrer quan el procediment estigui 

paralitzat: 

a) Durant menys d’un mes per causa no imputable a l’infractor. 

b) Durant més d’un mes. 

c) Durant més d’un mes per causa imputable a l’infractor. 

d) Durant més d’un mes per causa no imputable a l’infractor. 

 

38. Segons l’article 32.8 de la Llei 40/2015, d’1 d’octubre, de règim jurídic del sector públic, 

quan el Tribunal Constitucional hagi declarat, a instància de part interessada, l’existència d’un 

funcionament anormal en la tramitació dels recursos d’empara o de les qüestions 
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d’inconstitucionalitat, quin òrgan ha de fixar l’import de les indemnitzacions que sigui 

procedent abonar? 

a) El Consell de Ministres. 

b) El Consell de Ministres o l’òrgan de govern de la comunitat autònoma. 

c) El Tribunal Constitucional. 

d) El Ministeri de Justícia. 

 

39. Segons l’article 36.2 de la Llei 40/2015, d’1 d’octubre, de règim jurídic del sector públic, 

quins criteris s’han de ponderar per quantificar la indemnització que han d’abonar els empleats 

de l’Administració en els casos de responsabilitat patrimonial? 

a) El resultat danyós produït. 

b) El grau de culpabilitat. 

c) La responsabilitat professional del personal al servei de les administracions públiques, i la 

seva relació amb la producció del resultat danyós. 

d) Totes les respostes són correctes. 

 

40. Segons l’article 65.2 de la Llei 39/2015, d’1 d’octubre, del procediment administratiu comú 

de les administracions públiques, el termini per presentar al·legacions en els procediments de 

responsabilitat patrimonial és de: 

a) Cinc dies. 

b) Deu dies. 

c) Quinze dies. 

d) Totes les respostes són incorrectes. 

 

41. Segons l’article 81.3 de la Llei 39/2015, d’1 d’octubre, del procediment administratiu comú 

de les administracions públiques, en els procediments de responsabilitat patrimonial de l’Estat 

pel funcionament anormal de l’Administració de justícia, el termini per dictar resolució: 

a) Pot quedar suspès pel temps que transcorri entre la sol·licitud de l’informe del Consell 

General del Poder Judicial i la seva recepció. 

b) Queda suspès pel temps que transcorri entre la sol·licitud de l’informe del Consell General 

del Poder Judicial i la seva recepció. 

c) Pot quedar suspès pel temps que transcorri entre la sol·licitud de l’informe del Consell 

d’Estat i la seva recepció. 

d) Queda suspès pel temps que transcorri entre la sol·licitud de l’informe del Consell d’Estat i la 

seva recepció. 

 

42. D'acord amb l'article 96 de la Llei 9/2017, de 8 de novembre, de contractes del sector 

públic, per la qual es transposen a l'ordenament jurídic espanyol les directives del Parlament 

Europeu i del Consell 2014/23/UE i 2014/24 /UE, de 26 de febrer de 2014, la inscripció en el 

Registre Oficial de Licitadors i Empreses Classificades del Sector Públic acredita enfront de tots 

els òrgans de contractació del sector públic, segons el que s’hi reflecteixi i llevat que hi hagi una 

prova en contra : 

a) La solvència econòmica i financera i tècnica o professional i la classificació. 

b) Les condicions d’aptitud de l’empresari quant a la seva personalitat i capacitat d’obrar, 

representació, habilitació professional o empresarial. 
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c) La concurrència o no concurrència de les prohibicions de contractar. 

d) Totes les respostes són correctes. 

 

43. D'acord amb l'article 32.2 de la Llei 9/2017, de 8 de novembre, de contractes del sector 

públic, per la qual es transposen a l'ordenament jurídic espanyol les directives del Parlament 

Europeu i del Consell 2014/23/UE i 2014/24 /UE, de 26 de febrer de 2014, per a la condició de 

mitjà propi personificat de l'entitat destinatària de l'encàrrec respecte del poder adjudicador 

concret que fa l'encàrrec, entre d’altres, quin requisit s’ha de complir? 

a) S'haurà de reconèixer expressament en els seus estatuts o actes de creació. 

b) Serà necessària la conformitat o l’autorització expressa del poder adjudicador respecte del 

que sigui mitjà propi. 

c) Serà necessària la verificació per l'entitat pública de què depengui l'ens que hagi de ser mitjà 

propi de què disposa de mitjans personals i materials apropiats per a la realització dels 

encàrrecs de conformitat amb el seu objecte social. 

d) Totes les respostes són correctes. 

 

44. D'acord amb l'article 122 de la Llei 9/2017, de 8 de novembre, de contractes del sector 

públic, per la qual es transposen a l'ordenament jurídic espanyol les directives del Parlament 

Europeu i del Consell 2014/23/UE i 2014/24 /UE, de 26 de febrer de 2014, els plecs de 

clàusules administratives particulars han d’incloure: 

a) Els criteris de solvència i d’adjudicació del contracte. 

b) Les consideracions socials, laborals i ambientals que s’estableixin com a criteris de solvència, 

d’adjudicació o com a condicions especials d’execució. 

c) Els pactes i les condicions definidors dels drets i les obligacions de les parts del contracte. 

d) Totes les respostes són correctes. 

 

45. D'acord amb l'article 80 de la Llei 9/2017, de 8 de novembre, de contractes del sector 

públic, per la qual es transposen a l'ordenament jurídic espanyol les directives del Parlament 

Europeu i del Consell 2014/23/UE i 2014/24 /UE, de 26 de febrer de 2014, els acords relatius a 

la classificació de les empreses els han d’adoptar les comissions classificadores de la Junta 

Consultiva de Contractació Pública de l'Estat: 

a) Amb eficàcia general davant de tots els òrgans de contractació. 

b) Amb eficàcia limitada al territori seu de l’òrgan de contractació. 

c) Amb eficàcia limitada al procediment de licitació en qüestió. 

d) Amb eficàcia limitada a sis mesos. 

 

46. D'acord amb l'article 219.2 de la Llei 9/2017, de 8 de novembre, de contractes del sector 

públic, per la qual es transposen a l'ordenament jurídic espanyol les directives del Parlament 

Europeu i del Consell 2014/23/UE i 2014/24 /UE, de 26 de febrer de 2014, la durada d’un acord 

marc: 

a) No pot excedir de cinc anys. 

b) No pot excedir de tres anys. 

c) No pot excedir de sis anys. 

d) No pot excedir de quatre anys. 
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47. La redacció d'un projecte d'obres és un contracte de: 

a) Subministrament. 

b) Concessió obres. 

c) Obres. 

d) Serveis. 

 

48. El nomenament de la gerència i dels altres òrgans unipersonals d'adreça: 

a) Correspon a la persona titular de la conselleria d'adscripció de l'ens, havent de publicar-se 

en el «*Butlletí Oficial dels Illes Balears» en el termini màxim de deu dies. 

b) Correspon a la persona titular de la conselleria d'adscripció de l'ens, sentit prèviament 

l'òrgan col·legiat superior de direcció de l'ens, havent de publicar-se en el «Butlletí Oficial dels 

Illes Balears» en el termini màxim de deu dies. 

c) Correspon al Consell de Govern el cessament de les persones titulars de la gerència i dels 

altres òrgans unipersonals de direcció dels organismes autònoms. Ha de realitzar-se a proposta 

de la persona titular de la conselleria d'adscripció de l'ens, sentit prèviament l'òrgan col·legiat 

superior de direcció de l'ens, havent de publicar-se en el «*Butlletí Oficial dels Illes Balears» en 

el termini màxim de deu dies. 

d) Igual que el cessament, correspon al Consell de Govern de la comunitat autònoma dels Illes 

Balears havent de publicar-se en el «*Butlletí Oficial dels Illes Balears» en el termini màxim de 

deu dies. 

 

49. Per als empleats públics, la formació contínua i l'actualització permanent dels seus 

coneixements i capacitats professionals és: 

a) Una obligació. 

b) Un dret individual. 

c) Un dret i una obligació. 

d) Un dret. 

 

50. No és un principi de conducta dels empleats públics… 

a) Obeir les instruccions i ordres professionals dels superiors, tret que constitueixin una 

infracció manifesta de l'ordenament jurídic, i en aquest cas les posaran immediatament en 

coneixement dels òrgans d'inspecció procedents. 

b) Rebutjar qualsevol regal, favor o servei en condicions avantatjoses que vagi més enllà dels 

usos habituals, socials i de cortesia, sense perjudici del que s'estableix en el Codi Penal. 

c) Complir amb diligència les tasques que els corresponguin o se'ls encomanin i, si escau, 

resoldran dins de termini els procediments o expedients de la seva competència. 

d) Garantir la constància i permanència dels documents per a la seva transmissió i lliurament 

als seus posteriors responsables. 

 

51. Els empleats públics es classifiquen: 

a) En personal laboral, funcionaris interins, personal eventual i funcionaris de carrera. 

b) En funcionaris de carrera. 

c) En funcionaris interins i funcionaris de carrera. 

d) En personal eventual, funcionaris de carrera i funcionaris interins. 

 



 

33 
 

52. El desenvolupament de l’Estatut bàsic de l’empleat públic és competència: 

a) De les Corts Generals. 

b) De les assemblees legislatives de les comunitats autònomes en l’àmbit de les seves 

competències. 

c) De les Corts Generals i les assemblees legislatives de les comunitats autònomes, en l’àmbit 

de les seves competències. 

d) De les Corts Generals i les assemblees legislatives de les comunitats autònomes, i dels 

òrgans de govern de les ciutats autònomes de Ceuta i Melilla, en l’àmbit de les seves 

competències. 

 

53. El títol IX de la Llei 3/2007, de 27 de març, de la funció pública de la comunitat autònoma 

de les Illes Balears: 

a) Està dividit en tres capítols: el primer regula els deures del personal funcionari; el segon, el 

seu règim retributiu i de la Seguretat Social, i el tercer, el règim d’incompatibilitats. 

b) Està dividit en tres capítols: el primer regula els drets del personal funcionari; el segon, el 

seu règim retributiu i de la Seguretat Social, i el tercer, els seus deures i el règim 

d’incompatibilitats. 

c) Està dividit en quatre capítols: el primer regula els drets del personal funcionari; el segon, el 

seu règim retributiu i de la Seguretat Social, el tercer, els seus deures, i el quart, el règim 

d’incompatibilitats. 

d) Està dividit en quatre capítols: el primer regula els drets del personal funcionari; el segon, el 

seu règim retributiu, el tercer, el règim de la Seguretat Social, i el quart, els seus deures i el 

règim d’incompatibilitats. 

         

54. Senyaleu la resposta incorrecta. D’acord  amb la Llei 14/2014, de 29 de desembre, de 

finances de la Comunitat Autònoma de les Illes Balears, són funcions dels organismes 

autònoms i de la resta d’entitats instrumentals del sector públic administratiu de la comunitat 

autònoma: 

a) Autoritzar i disposar les despeses que no siguin de la competència del Consell de Govern, i, 

mitjançant la conselleria d’adscripció, elevar-li les que ho siguin. 

b) Gestionar els crèdits per a despeses corresponents a les seves seccions pressupostàries o al 

seu pressupost propi, i proposar-ne o acordar-ne les modificacions, segons pertoqui, d’acord 

amb la Llei 14/2014, de 29 de desembre, de finances de la Comunitat Autònoma de les Illes 

Balears i les lleis de pressuposts generals de la Comunitat Autònoma. 

c) Reconèixer obligacions econòmiques sense ordenar-ne en cap cas el pagament. 

d) Preparar l’avantprojecte de pressupost anual de la secció pressupostària o del pressupost 

propi corresponent. 

 

55. D’acord amb la Llei 14/2014, de 29 de desembre, de finances de la Comunitat Autònoma de 

les Illes Balears, el fons de contingència s’ha de destinar, quan sigui procedent, a atendre: 

a) Necessitats ajornables. 

b) Necessitats de caràcter discrecional. 

c) Necessitats no previstes en els pressuposts generals aprovats inicialment. 

d) Necessitats que es poden presentar únicament a principis de l’exercici. 
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56. D’acord amb l’article 51 de la Llei 14/2014, de 29 de desembre, de finances de la Comunitat 

Autònoma de les Illes Balears, s’han d’aplicar als crèdits del pressupost vigent en el moment 

del reconeixement pressupostari de l’obligació les despeses següents: 

a) Les que resultin de la liquidació d’endarreriments a favor del personal al servei del sector 

públic de la Comunitat Autònoma. 

b) Les meritades en exercicis anteriors que vencin en l’exercici en curs. 

c) Les meritades i vençudes en exercicis anteriors, quan s’hagin comptabilitzat en el tancament 

de l’exercici anterior en el compte Creditors per operacions meritades i s’imputin al pressupost 

corrent abans del darrer dia del mes de febrer. 

d) Totes les respostes són correctes. 

 

57. D’acord amb la Llei 14/2014, de 29 de desembre, de finances de la Comunitat Autònoma de 

les Illes Balears, l’exercici de la funció interventora comprèn: 

a) La fiscalització prèvia dels expedients de modificació de crèdit, amb l’abast que es determini 

reglamentàriament. 

b) La intervenció material dels pagaments que no s’hagin ordenat i tramitat per procediments 

automàtics. 

c) La fiscalització prèvia de tots els actes, els documents o els expedients susceptibles de 

produir obligacions de contingut econòmic, únicament en les fases de disposició o compromís 

de la despesa, i reconeixement de l’obligació i proposta de pagament. 

d) Les respostes a) i b) són correctes. 

 

58. En les entitats de dret públic dependents, qui són els òrgans competents per a la concessió 

de subvencions: 

a) En les entitats de dret públic dependents, els òrgans de direcció d’aquestes entitats, d’acord 

amb el que preveu la seva normativa reguladora, amb l’autorització prèvia de l’òrgan col·legiat 

superior de l’entitat en els casos de les subvencions en les quals excepcionalment no sigui 

possible promoure’n la concurrència pública d’acord amb el que estableix el Decret legislatiu 

2/2005, de 28 de desembre, pel qual s’aprova el Text refós de la Llei de subvencions. 

b) En les entitats de dret públic dependents, els òrgans de direcció d’aquestes entitats, d’acord 

amb el que preveu la seva normativa reguladora, amb l’autorització prèvia del Consell de 

Govern en els casos de les subvencions en les quals excepcionalment no sigui possible 

promoure’n la concurrència pública d’acord amb el que estableix el Decret legislatiu 2/2005, de 

28 de desembre, pel qual s’aprova el Text refós de la Llei de subvencions. 

c) En les entitats de dret públic dependents, els òrgans de direcció d’aquestes entitats o l’òrgan 

que determinin les bases reguladores, amb l’autorització prèvia del Consell de Govern en el cas 

de les subvencions en les quals excepcionalment no es puguin aplicar els principis de publicitat 

i concurrència per les característiques especials del beneficiari o de l’activitat subvencionada no 

sigui possible, objectivament, promoure’n la concurrència pública, com també quan s’acreditin 

raons d’interès públic, social, econòmic o humanitari, o qualsevol altra raó degudament 

justificada que dificulti aquesta concurrència. 

d) En les entitats de dret públic dependents, els òrgans de direcció d’aquestes entitats o l’òrgan 

que determinin les bases reguladores, amb l’autorització prèvia de l’òrgan col·legiat superior de 

l’entitat en el cas de les subvencions en les quals excepcionalment no es puguin aplicar els 
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principis de publicitat i concurrència d’acord amb el que estableix el Decret legislatiu 2/2005, 

de 28 de desembre, pel qual s’aprova el Text refós de la Llei de subvencions. 

 

59. Els terminis màxims per dictar i notificar la resolució expressa en els procediments de 

concessió de les subvencions regulades en el Decret legislatiu 2/2005, de 28 de desembre, pel 

qual s’aprova el text refós de la Llei de subvencions són: 

a) El termini màxim per dictar i notificar la resolució expressa de concessió és el que fixa la 

norma reguladora del procediment corresponent o, si s’escau, els que estableixen les bases 

reguladores. 

b) El termini màxim per dictar i notificar la resolució expressa de concessió és de tres mesos. 

c) El termini màxim per dictar i notificar la resolució expressa de concessió és de sis mesos. 

d) No hi ha cap resposta correcta. 

 

60. D'acord amb la Llei 19/2013, de 9 de desembre, de transparència, accés a la informació 

pública i bon govern, cal motivar la sol·licitud d'accés a la informació? 

a) Haurà d'estar motivada. 

b) No s'ha de motivar en cap cas. 

c) No és obligatori a motivar la sol·licitud, però es pot motivar. 

d) L'absència de motivació pot ser per si mateixa causa de rebuig de la sol·licitud. 

 

61. D'acord amb la Llei 19/2013, de 9 de desembre, de transparència, accés a la informació 

pública i bon govern, el termini màxim per resoldre i notificar la resolució de la reclamació 

davant el Consell de Transparència i Bon Govern: 

a) És de dos mesos, transcorregut el qual la reclamació s'entén estimada. 

b) És de dos mesos, transcorregut el qual la reclamació s’entén desestimada. 

c) És de tres mesos, transcorregut el qual la reclamació s'entén estimada. 

d) És de tres mesos, transcorregut el qual la reclamació s'entén desestimada. 

 

62. D'acord amb la Llei 4/2011, de 31 de març, de la bona administració i del bon govern de les 

Illes Balears, en relació amb la publicitat activa de la contractació pública, cada òrgan de 

contractació, una vegada adjudicat el contracte, quina informació ha de publicar en el Perfil del 

Contractant? 

a) L'adjudicatari. 

b) El procediment de contractació utilitzat. 

c) Les modificacions del contracte adjudicat que representin un increment igual o superior al 

25% del preu inicial del contracte, si escau. 

d) El quadre comparatiu de les ofertes econòmiques i de les propostes tècniques sense tenir en 

compte les millors ofertes. 

 

63. Quina conselleria gestiona el Portal de Transparència de la Comunitat Autònoma de les Illes 

Balears? 

a) Conselleria de Presidència, Funció Pública i Igualtat. 

b) Conselleria de Transició Energètica, Sectors Productius i Memòria Democràtica. 

c) Conselleria de Fons Europeus, Universitat i Cultura. 

d) Conselleria d'Hisenda i Relacions Exteriors. 
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64. D'acord amb la Llei 19/2013, de 9 de desembre, de transparència, accés a la informació 

pública i bon govern, indica quina de les respostes següents no suposa una limitació per exercir 

el dret d'accés: 

a) La política econòmica i monetària. 

b) Els interessos econòmics i comercials. 

c) Les funcions administratives de vigilància, inspecció i control. 

d) La protecció de l'agricultura. 

 

65. D'acord amb la Llei 19/2013, de 9 de desembre, de transparència, accés a la informació 

pública i bon govern, la sol·licitud d'accés a la informació haurà de permetre tenir constància 

en tot cas de la informació següent: 

a) La identitat del sol·licitant i la informació que se sol·licita. 

b) La identitat del sol·licitant, la informació que se sol·licita i una adreça de contacte. 

c) La identitat del sol·licitant, la informació que se sol·licita, la motivació de la consulta i una 

adreça de contacte. 

d) La identitat del sol·licitant, la informació que se sol·licita, els afectats per la revelació de les 

dades i una adreça de contacte. 

 

66. Els registres electrònics de totes i cadascuna de les administracions públiques: 

a) Han de ser plenament interoperables, de manera que se’n garanteixi la compatibilitat 

informàtica i la interconnexió, així com la transmissió telemàtica dels assentaments registrals i 

dels documents que es presentin en qualsevol dels registres. 

b) Han d’estar plenament interconnectats, de manera que se’n garanteixi la compatibilitat 

informàtica i la intermediació, així com la transmissió telemàtica dels assentaments registrals i 

dels documents que es presentin en qualsevol dels registres. 

c) Han de ser plenament interoperables, de manera que se’n garanteixi la compatibilitat 

informàtica i la interconnexió, així com la transmissió telemàtica dels assentaments registrals i 

dels documents que es presentin en un registre de l’administració o organisme al qual es 

dirigeixin. 

d) Han d’estar plenament interconnectats, de manera que se’n garanteixi la compatibilitat 

informàtica i la intermediació, així com la transmissió telemàtica dels assentaments registrals i 

dels documents que es presentin en un registre de l’administració o organisme al qual es 

dirigeixin. 

 

67. D’acord amb l’article 14 de la Llei 39/2015, d’1 d’octubre, del procediment administratiu 

comú de les administracions públiques: 

a) Les administracions públiques poden establir l’obligació de relacionar-se amb elles a través 

de mitjans electrònics per a determinats procediments i per a determinats col·lectius de 

persones físiques que, per raó de la seva capacitat econòmica, tècnica, dedicació professional o 

altres motius quedi acreditat que tenen accés i disponibilitat dels mitjans electrònics 

necessaris. 

b) Les administracions públiques poden establir reglamentàriament l’obligació de relacionar-se 

amb elles a través de mitjans electrònics per a determinats col·lectius de persones físiques que, 
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per raó de la seva capacitat econòmica, tècnica i dedicació professional quedi acreditat que 

tenen accés i disponibilitat dels mitjans electrònics necessaris. 

c) Les administracions públiques poden establir reglamentàriament l’obligació de relacionar-se 

amb elles a través de mitjans electrònics per a determinats procediments i per a determinats 

col·lectius de persones físiques que, per raó de la seva capacitat econòmica, tècnica, dedicació 

professional o altres motius quedi acreditat que tenen accés i disponibilitat dels mitjans 

electrònics necessaris. 

d) Totes les respostes són incorrectes. 

  

68. Quin òrgan directiu de l’Administració de la Comunitat Autònoma de les Illes Balears 

exerceix les funcions en matèria d’atenció a la ciutadania? 

a) La Direcció General de Participació, Transparència i Voluntariat. 

b) L’Oficina d’Atenció en Matèria de Registre. 

c) La Direcció General de Qualitat i Serveis. 

d) Totes les respostes són incorrectes. 

 

69. L’Administració pública ha d’assistir en l’ús de mitjans electrònics una persona jurídica que 

té la condició d’interessada en el procediment? 

a) Sí, atès que és una obligació de les administracions públiques. 

b) Només si no disposa dels mitjans electrònics necessaris. 

c) No. 

d) En determinats casos, com per exemple en allò referent a la identificació i la firma 

electrònica. 

 

70. Entre les funcions de les noves oficines d’assistència en matèria de registre (OAMR),  hi ha 

la de recepcionar la documentació presentada per una persona jurídica? 

a) No, perquè les persones jurídiques no poden presentar documents en paper. 

b) Sí. 

c) No, les seves funcions són les que preveu l’article 16 de la Llei 39/2015, d’1 d’octubre. 

d) Totes les respostes són correctes. 

 

71. En el cas que la resposta a una queixa o un suggeriment presentats per un ciutadà no sigui 

satisfactòria, aquest ciutadà pot: 

a) Interposar un recurs d’alçada. 

b) Interposar una reclamació en via administrativa. 

c) Adreçar-se a la Inspecció General de Qualitat, Organització i Serveis. 

d) Totes les respostes són incorrectes. 

      

72. Qui és el responsable dels procediments que figurin a una seu electrònica associada a la 

qual s’hagi accedit a través d’un enllaç publicat a una seu electrònica? 

a) El titular de la seu electrònica que conté l’enllaç, en tot cas. 

b) El titular de la seu electrònica associada, en tot cas. 

c) El titular de la seu electrònica associada, sense perjudici de la deguda diligència del titular de 

la seu electrònica que conté l’enllaç respecte de la incorporació dels continguts en aquesta seu. 
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d) Tant el titular de la seu electrònica que conté l’enllaç com el titular de la seu electrònica 

associada. 

 

73. Quin és l’òrgan tècnic de cooperació de les administracions públiques en matèria 

d’administració electrònica que assegura la compatibilitat i interoperabilitat del sistemes i 

aplicacions que empren les administracions públiques? 

a) El Comitè Sectorial d’Administració Electrònica. 

b) La Comissió Sectorial d’Administració Electrònica. 

c) La Conferència Sectorial d’Administració Electrònica. 

d) La Comissió Ministerial d’Administració Electrònica. 

 

74. D'acord amb el Reial decret 203/2021, de 30 de març, pel qual s’aprova el Reglament 

d’actuació i funcionament del sector públic per mitjans electrònics, què no tracta la norma 

tècnica de model de dades per a l'intercanvi d'assentaments entre les entitats registrals? 

a) Els aspectes funcionals i tècnics per a l'intercanvi d'assentaments registrals. 

b) La gestió d'errors i excepcions. 

c) La gestió d'annexos. 

d) La digitalització. 

 

75. En matèria dels intercanvis intermediats de dades entre administracions públiques, quin 

agent actua com a emissor a la vegada que com a cedent? 

a) Un cedent que facilita la cessió de les seves pròpies dades. 

b) Un emissor que facilita la cessió de les seves pròpies dades. 

c) Un cessionari que fa directament la consulta de les seves pròpies dades. 

d) Un requirent que fa directament la consulta de les seves pròpies dades. 

 

76. En matèria d’interoperabilitat telemàtica, què són els serveis propis? 

a) Són aquells que permeten als ens adscrits al conveni de col·laboració en matèria 

d’interoperabilitat telemàtica entre les administracions públiques de l’àmbit territorial de les 

Illes Balears, compartir i intercanviar informació mitjançant la Plataforma d'Interoperabilitat de 

les Illes Balears. 

b) Són aquells serveis que ofereix l’Administració general de l’Estat i que es poden consultar 

mitjançant la Plataforma d'Interoperabilitat de les Illes Balears. 

c) Són aquells serveis per a la consulta dels quals no cal accedir a la Plataforma 

d'Interoperabilitat de les Illes Balears, ja que són accessibles directament a través de la 

Intranet. 

d) Són aquells serveis de verificació i consulta de dades prestades per un òrgan de la mateixa 

Administració pública. 

 

77. Es pot oposar un interessat a aportar determinada documentació en el procediment 

administratiu? 

a) No, els interessats han d’aportar al procediment les dades i els documents que exigeixen les 

administracions públiques d’acord amb el que estableix la normativa aplicable. 

b) Sí, en qualsevol cas. 

c) Hi ha casos en què l’interessat té dret a no aportar documents. 
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d) Les respostes a) i c) són correctes. 

      

78. D’acord amb la Llei 11/2016, de 28 de juliol, d’igualtat de dones i homes: 

a) Les administracions públiques de les Illes Balears han de garantir un ús no sexista del 

llenguatge. 

b) Les administracions públiques de les Illes Balears podran garantir un ús no sexista del 

llenguatge. 

c) Les administracions públiques de les Illes Balears podran fomentar l’ús del llenguatge sexista. 

d) Les administracions públiques de les Illes Balears no poden interferir en l’ús del llenguatge 

sexista. 

 

79. Segons disposa l’Estatut d’autonomia de les Illes Balears en l’article 17 «no-discriminació 

per raó de sexe»: 

a) Totes les dones i homes tenen dret al lliure desenvolupament de la seva personalitat i 

capacitat personal. 

b) Totes les dones i homes tenen dret a viure amb dignitat, seguretat i autonomia. 

c) Totes les persones tenen dret a no ser discriminades per raó de la seva orientació sexual. 

d) Totes les respostes són correctes. 

 

80. L’article 14 de la Constitució espanyola proclama el dret a la igualtat i a la no-discriminació 

per motius de: 

a) Naixement, raça, sexe, nacionalitat i opinió. 

b) Naixement raça, sexe, religió i opinió. 

c) Naixement, raça, sexe, religió, opinió i qualsevol altra circumstància personal o social. 

d) Lloc d’origen, ètnia, espiritualitat, opinió i qualsevol altra circumstància personal o social. 

 

81. El Conveni del Consell d'Europa sobre prevenció i lluita contra la violència contra les dones i 

la violència domèstica estableix que s’entendran per “violència domèstica”: 

a) Tots els actes de violència física, sexual, psicològica o econòmica que es produeixen a la 

família o a la llar o entre cònjuges o parelles de fet antics o actuals, independentment que 

l’autor del delicte comparteixi o hagi compartit el domicili amb la víctima 

b) Tots els actes de violència física, sexual, psicològica o econòmica que es produeixen a la 

família o a la llar o entre cònjuges o parelles de fet actuals, independentment que l’autor del 

delicte comparteixi o hagi compartit el domicili amb la víctima 

c) Tots els actes de violència física, sexual, psicològica o econòmica que es produeixen a la 

família o a la llar o entre cònjuges o parelles de fet antics o actuals quan l’autor del delicte 

comparteixi o hagi compartit el domicili amb la víctima. 

d) Tots els actes de violència física, sexual, psicològica o econòmica que es produeixen a la 

família entre cònjuges o parelles de fet actuals, independentment que l’autor del delicte 

comparteixi o hagi compartit el domicili amb la víctima 

 

82. Quins d’aquests principis és imperatiu en un protocol d’actuació per a la prevenció de 

l'assetjament sexual i de l'assetjament per raó de sexe d’una administració pública? 

a) El compromís polític de prevenir i no tolerar l'assetjament sexual i l'assetjament per raó de 

sexe. 
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b) La instrucció a tot el personal sobre el seu deure de respectar la dignitat de les persones i el 

dret a la intimitat, així com la igualtat de tracte entre dones i homes. 

c) El tractament públic de les denúncies de fets que puguin constituir assetjament sexual o 

assetjament per raó de sexe, sens perjudici del que estableix la normativa de règim disciplinari. 

d) L’anonimat de les persones responsables d'atendre els qui formulen una queixa o denúncia. 

 

83. Durant quant de temps tenen dret a bonificació les empreses que formalitzen contractes 

d'interinitat per a substituir treballadores víctimes de violència de gènere? 

a) Durant tot el període en els supòsits de mobilitat geogràfica o canvi de centre de treball o 

durant sis mesos en els supòsits de suspensió de la treballadora substituïda. 

b) Durant tot el període, tant en els casos de suspensió de la treballadora substituïda com en 

els supòsits de mobilitat geogràfica o canvi de centre de treball. 

c) Durant tot el període de suspensió de la treballadora substituïda o durant sis mesos en els 

supòsits de mobilitat geogràfica o canvi de centre de treball. 

d) Durant tot el període de suspensió de la treballadora substituïda o durant nou mesos en els 

supòsits de mobilitat geogràfica o canvi de centre de treball 

 

84. La política en matèria de prevenció de riscs laborals té l’objectiu de: 

a) Promoure la millora de les condicions de treball a fi d’elevar el nivell de protecció de la 

seguretat i la salut dels treballadors en el treball. 

b) Millorar les condicions salarials i socials dels treballadors afiliats a la seguretat social. 

c) Aconseguir unes condicions dignes de treball. 

d) Respectar la salut dels treballadors en el treball amb l’adopció de mesures preventives. 

 

85. L’article 17 de la Llei 31/1995, de 8 de novembre, de prevenció de riscs laborals diu que: 

a) L’empresari ha de proporcionar als empleats només equips de protecció individual. 

b) L’empresari ha de vetlar perquè es faci un ús efectiu dels equips de protecció individual. 

c) L’empresari ha de proporcionar als empleats equips de protecció individual adequats per a 

l’exercici de les seves funcions i vetlar perquè se’n faci un ús efectiu quan sigui necessari. 

d) Són necessaris els equips de treball i els equips de protecció individual. 

 

86. D’acord amb l’article 26 de la Llei de prevenció de riscs laborals, les dones embarassades 

tenen dret: 

a) A absentar-se de la feina, amb dret a remuneració, per fer exàmens prenatals i tècniques de 

preparació al part, amb avís previ a l’empresari i amb la justificació de la necessitat de fer-ho 

dins de la jornada de treball. 

b) A absentar-se de la feina, sense dret a remuneració, per fer exàmens prenatals i tècniques 

de preparació al part, amb avís previ a l’empresari i amb la justificació de la necessitat de fer-ho 

dins de la jornada de treball. 

c) A absentar-se de la feina, amb dret a remuneració, per fer exàmens prenatals i tècniques de 

preparació al part, sense l’obligació d’avisar prèviament l’empresari. 

d) No tenen dret a absentar-se de la feina per fer exàmens prenatals i tècniques de preparació 

al part. 

 

87. Indica la resposta incorrecta en referència al comitè de seguretat i salut: 
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a) S’ha de constituir un comitè de seguretat i salut a totes les empreses o centres de treball que 

disposin de cinquanta treballadors o més. 

b) El comitè està format pels delegats de prevenció, d’una banda, i per l’empresari i/o els seus 

representants en un nombre igual al dels delegats de prevenció, de l’altra. 

c) El comitè de seguretat i salut s’ha de reunir trimestralment i sempre que ho sol·liciti alguna 

de les representacions en el mateix comitè. 

d) Les normes de funcionament del comitè de seguretat i salut les adopta l’empresari. 

 

88. Què estableix l’article 41 de la Llei 31/1995, de 8 de novembre, de prevenció de riscs 

laborals? 

a) Els fabricants, però no els importadors, han de complir la Llei 31/1995, de 8 de novembre, 

de prevenció de riscs laborals. 

b) Els fabricants, els importadors i els subministradors de maquinària, equips, productes i estris 

de treball estan obligats a assegurar que aquests no constitueixin un font de perill per al 

treballador. 

c) Els fabricants i els subministradors han de complir les disposicions reglamentaries. 

d) L’empresari ha de fer complir la llei als fabricants, importadors i subministradors d’eines i 

serveis. 

 

89. Quines disposicions mínimes han de complir els llocs de treball? 

a) Les d’ordre i neteja. 

b) Les condicions constructives, ordre, neteja i manteniment, senyalització, instal·lacions de 

servei o protecció, condicions ambientals, il·luminació, serveis higiènics i locals de descans, i 

material i locals de primers auxilis. 

c) La il·luminació i les portes d’emergència. 

d) Les condicions ambientals i sonores. 

 

90. Indica quina de les respostes següents no està inclosa entre les exigències que estableix la 

Llei orgànica 3/2018, de 5 de desembre, de protecció de dades personals i garantia dels drets 

digitals, per garantir el dret d’accés universal a Internet: 

a) Tothom té dret a accedir a Internet independentment de la condició personal, social, 

econòmica o geogràfica. 

b) L’accés a Internet d’homes i dones ha de procurar la superació de la bretxa de gènere tant en 

l’àmbit personal com laboral. 

c) La garantia efectiva del dret d’accés a Internet ha d’atendre la realitat específica dels entorns 

rurals. 

d) Tothom té dret a la llibertat d’expressió a Internet. 

 

91. D’acord amb la Llei orgànica 3/2018, de 5 de desembre, de protecció de dades personals i 

garantia dels drets digitals, les autoritats autonòmiques de protecció de dades personals poden 

exercir les funcions i potestats que estableixen els articles 57 i 58 del Reglament (UE) 2016/679, 

d’acord amb la normativa autonòmica, quan es refereixin a (senyaleu la resposta incorrecta): 

a) Tractaments dels quals siguin responsables les entitats integrants del sector públic de la 

comunitat autònoma corresponent o de les entitats locals incloses en el seu àmbit territorial. 
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b) Tractaments duits a terme per persones físiques o jurídiques per a l’exercici de les funcions 

públiques en matèries que siguin competència de l’Administració autonòmica o local 

corresponent. 

c) Tractaments duits a terme per persones físiques o jurídiques per a fins de màrqueting 

directe. 

d) Tractaments que estiguin expressament prevists, si s’escau, als estatuts d’autonomia 

respectius. 

 

92. D’acord amb la Llei orgànica 3/2018, de 5 de desembre, de protecció de dades personals i 

garantia dels drets digitals, què implica el dret a la intimitat davant l’ús de dispositius de 

videovigilància i d’enregistrament de sons al lloc de feina? 

a) Que els ocupadors poden tractar les imatges obtingudes a través de sistemes de càmeres o 

càmeres de vídeo per a l’exercici de les funcions de control dels treballadors o els empleats 

públics previstes, respectivament, en l’article 20.3 de l’Estatut dels Treballadors i en la legislació 

de funció pública, sempre que aquestes funcions s’exerceixin dins el seu marc legal i amb els 

límits inherents a aquest. 

b) Que es permet la instal·lació de sistemes de gravació de sons i de videovigilància en llocs 

destinats al descans o l’esbargiment dels treballadors o els empleats públics, com ara vestuaris, 

lavabos, menjadors i anàlegs. 

c) Que els ocupadors no estan obligats a informar els treballadors o els empleats públics i, si 

escau, els seus representants, sobre la mesura de tractar les imatges obtingudes a través de 

sistemes de càmeres o càmeres de vídeo per a l’exercici de les funcions de control dels 

treballadors o els empleats públics. 

d) Que s’ha de preservar el dret a la desconnexió digital en els supòsits de realització total o 

parcial del treball a distància així com al domicili de l’empleat vinculat a l’ús amb finalitats 

laborals d’eines tecnològiques. 

 

93. D’acord amb la Llei orgànica 3/2018, de 5 de desembre, de protecció de dades personals i 

garantia dels drets digitals, indica quina de les següents és una infracció lleu: 

a) No cooperar amb les autoritats de control en l’exercici de les seves funcions en els supòsits 

no prevists en l’article 72 d’aquesta llei orgànica. 

b) No disposar del registre d’activitats de tractament que estableix l’article 30 del Reglament 

(UE) 2016/679. 

c) No possibilitar la participació efectiva del delegat de protecció de dades en totes les 

qüestions relatives a la protecció de dades personals, no donar-li suport o interferir en l’exercici 

de les seves funcions. 

d) Incomplir l’obligació de suprimir les dades referides a una persona morta quan això sigui 

exigible d’acord amb l’article 3 d’aquesta llei orgànica. 

 

94. D’acord amb la Llei orgànica 3/2018, de 5 de desembre, de protecció de dades personals i 

garantia dels drets digitals, el tractament de dades personals relatives a condemnes i 

infraccions penals només es pot dur a terme quan es trobi emparat: 

a) En una norma de dret de la Unió o en aquesta llei orgànica. 

b) En aquesta llei orgànica o en altres normes de rang legal. 

c) En aquesta llei orgànica. 
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d) En una norma de dret de la Unió, en aquesta llei orgànica o en altres normes de rang legal. 

 

95. D’acord amb el Reglament (UE) 2016/679 del Parlament Europeu i del Consell, de 27 de 

abril de 2016 (Reglament general de protecció de dades), si un responsable o un encarregat del 

tractament incompleix de forma intencionada o negligent, per a les mateixes operacions de 

tractament o operacions vinculades, diverses disposicions d’aquest Reglament, la quantia total 

de la multa administrativa: 

a) No ha de ser superior a la quantia prevista per a les infraccions més greus. 

b) No ha de ser superior al doble de la quantia prevista per a totes les infraccions. 

c) Ha de ser la suma de les quanties previstes per a totes les infraccions. 

d) No ha de ser superior al triple de la quantia prevista per a totes les infraccions. 

 

96. Segons l’article 117 de la Constitució espanyola, la justícia: 

a) Emana del poble. 

b) Emana de les Corts Generals, com a òrgan representatiu del poble. 

c) És administrada en nom del rei. 

d) Les respostes a) i c) són correctes. 

 

97. Segons l’article 122 de la Constitució espanyola, el Consell General del Poder Judicial 

l’integren: 

a) El president del Tribunal Constitucional i vint membres. 

b) El president del Tribunal Suprem i vint membres. 

c) El president del Tribunal Constitucional i quinze membres. 

d) El president del Tribunal Suprem i quinze membres. 

 

98. Segons l’article 127 de la Constitució espanyola, els jutges, els magistrats i els fiscals en 

actiu poden: 

a) Exercir altres càrrecs públics. 

b) Associar-se professionalment. 

c) Pertànyer a partits polítics. 

d) Pertànyer a sindicats. 

 

99. Segons l’article 159 de la Constitució espanyola, els membres del Tribunal Constitucional, 

en l’exercici del seu mandat, són: 

a) Independents. 

b) Imparcials. 

c) Inamovibles. 

d) Les respostes a) i c) són correctes. 

 

100. Segons l’article 164 de la Constitució espanyola, on es publiquen les sentències del 

Tribunal Constitucional? 

a) En el Butlletí Oficial de l’Estat. 

b) No es publiquen. 

c) En el butlletí oficial de la comunitat autònoma. 

d) Les respostes a) i c) són correctes. 
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